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II. Tema y Título. – 

 

 

TEMA EN DERECHO PENAL 

Delito contra el Patrimonio en la Modalidad de Robo Agravado. 

 

DATOS DEL EXPEDIENTE 

 

EXPEDIENTE  : 6946-2016-61-0401-JR-PE-01 

 

IMPUTADOS  : Marco Antonio COAQUIRA SONCO. 

     Cristopher Leoncio MILLA VARGAS. 

 

AGRAVIADO  : Franklin BORDA CRUZ. 

 

JUZGADO                 : 1er. Juzgado Penal Colegiado 

Supranacional Permanente, de la Corte 

Superior de Arequipa. 
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III. Fundamentación. – 

 

El presente trabajo fue desarrollado a fin de analizar el proceso penal, 

recaído en el Exp. Nro. 6946-2016-61-0401-JR-PE-01, por el presunto delito 

contra el Patrimonio, en la modalidad de Robo Agravado; Asimismo 

determinar la correcta aplicación de los principios generales del Derecho, 

como son los de Lesividad, Legalidad y Proporcionalidad de la pena, 

respecto de la afectación jurídica al ordenamiento Penal Peruano, dada la 

naturaleza pluriofensiva del delito en autos. 

 

Hecho el seguimiento del proceso, es factible apreciar discrepancia 

respecto la valoración del tipo penal de Robo Agravado, tal cual, puesto 

que es de naturaleza que la defensa técnica pretenda minimizar, la 

afectación a los bienes jurídicos vulnerados, al punto de haberse creado un 

nuevo marco punitivo, por debajo del mínimo legal que al art. 189, del 

Código Penal sugiere.  

 

Asimismo, es de vital importancia el dilucidar la graduación lógica y 

proporcional de la pena, por materia de la existencia de Atenuantes y 

Agravantes que denote el cuerpo legal Penal y/o sean propuestos por las 

partes durante el curso del proceso, suscitándose en el caso en autos, 

diferentes posturas al respecto, provocando la dilatación y controversia al 

fijar la pena correcta aplicable a los coimputados. 

 

Ante la extensión del proceso, por diferentes instancias, se obtuvo 

variaciones respecto de la sentencia, tanto así que, en el Auto de 

Calificación del Recurso de Casación, el Ponente sostuvo que el procesado 

Marco Antonio COAQUIRA SONCO ha resultado BENEFICIADO por la 

interpretación efectuada en el Juzgamiento. Situación que pasaremos a 

dilucidar, conforme un estudio analítico y crítico del caso. 
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IV. Objetivos. –  

 

El presente trabajo de suficiencia profesional que lleva por título: 

delito contra el Patrimonio, en la modalidad de Robo Agravado, tiene 

como objetivo principal determinar la correcta aplicación al proceso 

Penal, de los principios generales del Derecho, como son los de 

Legalidad, Lesividad y Proporcionalidad de la Pena. 

 

V. Indicadores de logro de los objetivos. – 

 

Principio 

Debido 

Proceso 

Principio 

Legalidad 

Principio a la 

Motivación de 

las 

Resoluciones 

Judiciales 

Intenciones Concreciones Evidencias 

Los coimputados fueron 
procesados 
respetándose los 
parámetros de 
investigación, desde los 
actos iniciales y etapas 
del proceso. Como son: 

- Diligencias 
preliminares. 

- Investigación 
preparatoria. 

- Etapa intermedia. 
- Juzgamiento 

Etapa 
impugnatoria. 

El Ministerio Público, 
como titular de la 
investigacion penal, 
luego de la noticia 
criminal, se actuaron 
las diligencias 
preliminares y de 
manera inmediata 
procedió a formalizar 
Investigación 
Preparatoria, conforme 
el D.L. Nº052 – Ley 
Orgánica del Ministerio 
Público, y Artículo 336º 
del Código Procesal 
Penal. 

Respetando el Principio 
de Legalidad Procesal, y 
a efectos de conseguir 
una justicia rápida y 
eficaz, el Juez Penal 
acepto la Figura de la 
Terminación Anticipada, 
expresándose para ello 
la conformidad de los 
coprocesados, respecto 
de los hechos. 
Abriéndose debate sobre 
la pena. 

Se cumplieron los plazos 
establecidos por el 
cuerpo legal subjetivo, 
código Procesal Penal. 

Los coimputados 
fueron procesados por 
el delito contra el 
patrimonio, en la 
modalidad de robo 
agravado previsto y 
sancionado por Art. 
Nro. 188, concordado 
con el Art. 189, primer 
párrafo, incisos 2, 4 y 5 
del Código Penal. 

Principio de 
Proporcionalidad, 
respecto al quantum de 
la pena y la reparación 
civil, evitando así una 
vulneración por exceso o 
por defecto. 
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Se respeto el derecho de 
defensa, puesto que los 
coimputados, fueron 
asistidos, desde los 
actos iniciales de 
investigación por una 
defensa técnica privada 
y de oficio. 

Respecto del 
procesado Marco 
Antonio COAQUIRA 
SONCO, el M.P. 
formulo acertadamente 
el REQUERIMIENTO 
DE ACUSACION, por el 
delito de Peligro 
Común, en la 
modalidad de 
Conducción de 
Vehículo en Estado de 
Ebriedad, previsto y 
sancionado en el primer 
párrafo del Art. 274 del 
código Penal, en 
agravio de la Sociedad. 

Principio de la 
“conformidad premiada”, 
tomando en cuanta la 
forma de conclusión del 
proceso, reconociendo 
los imputados 
voluntariamente los 
cargos, así como la 
calificación jurídica. 

Respecto de las 
diligencias efectuadas, y 
posteriores elementos de 
convicción válidos, 
ninguno fue cuestionado, 
por lo cual, no hubo 
deficiencia alguna en 
ellos. 
Asimismo, se 
valoró la confesión 
sincera en materia 
de determinación 
de la pena 

Dados los presupuestos 
materiales de la Prisión 
Preventiva, esta es 
dictada el 14SET16, por 
el periodo de 07 meses, 
para/con los 
coimputados. 

Principio tantum 
apellatum quantum 
devolutum, respecto al 
ámbito de Impugnación 
en materia procesal 
penal, por lo que la 
instancia superior debe 
deducir el ámbito de su 
pronunciamiento 
estrictamente a las 
cuestiones promovidas 
por los apelantes. 

Se respetó la Pluralidad 
de Instancias, al ser 
elevado el caso a la 2.da. 
Sala Penal de la corte 
Superior y la sala de la 
corte Suprema, 
emitiendo estas su 
decisión respectiva. Ello 
conforme al art. 139.6 de 
la Constitución Política 
de la Nación. 

La pena correcta se 
impuso en 2da. 
Instancia, (sala de la 
corte Superior), dentro 
de los parámetros 
constitucionales y 
legales, observando la 
coherencia estricta con 
el criterio de 
proporcionalidad, 
principio de legalidad, 
función preventiva de la 
pena, culpabilidad y 
humanidad. 

Actio libera in causa, 
sobre la acción libre en 
su causa que permite 
imputar hechos 
realizados en situación 
de inimputabilidad. 
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VI. Descripción del contenido. – 
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CAPITULO I: Derecho Penal 

A.   HECHOS DE FONDO 

1.   IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES DE FONDO 

 

1.1.   Ministerio Público (Fiscal de la investigación preparatoria) 

“El Fiscal de Investigación Preparatoria, Jorge MINAURO CANAHUIRE, 

Fiscal Provincial Titular del segundo Despacho de la Segunda Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa de Arequipa, formula REQUERIMIENTO 

DE ACUSACIÓN, en contra de Marco Antonio COAQUIRA SONCO y 

Cristopher Leoncio MILLA VARGAS, por la presunta comisión del 

delito de ROBO AGRAVADO, previsto y sancionado en el Art. 18, 

concordado con el Art. 189, primer párrafo, incisos 2,4 y 5 del Código 

Penal, en agravio de Franklin BORDA CRUZ. Y en contra de Marco 

Antonio COAQUIRA SONCO, por la presunta comisión del delito de 

Peligro Común en la modalidad de CONDUCCIÓN DE VEHICULO EN 

ESTADO DE EBRIEDAD, previsto y sancionado en el primer párrafo del 

Art. 274 del código Penal, en agravio de la sociedad, representada por 

el Ministerio Publico. 

Proponiendo para el Sr. Marco Antonio COAQUIRA SONCO la pena 

de ocho años de pena privativa de libertad, a razón de 7 años por el 

delito de robo agravado y 1 año por el delito de conducción de vehículo 

el estado de ebriedad, los que se le atribuyen en concurso real. Para el 

Sr. Cristopher Leoncio MILLA VARGAS la pena de trece años y cuatro 

meses de pena privativa de libertad, por la comisión del delito de robo 

agravado. Asimismo por concepto de Reparacion Civil solicita la suma 

de tres mil nuevos soles, que deberá ser pagada por los dos acusados a 

favor del agraviado Franklin BORDA CRUZ, ello en cuanto al delito de 

Robo Agravado. 

Se le imputa a los procesados que el día 12 de Setiembre del año 2016, 

siendo aproximadamente la una de la madrugada el agraviado 

FRANKLIN BORDA CRUZ, se encontraba en el puente Grau con la 

finalidad de tomar un vehículo de transporte publico que lo traslade a Alto 

Cayma, es el caso que se hizo presente un vehículo Tico color amarillo, 

con un letrero de taxi y con placa de rodaje Nro. V5H-647, cuyo 
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conductor pregonaba que hacia servicio de colectivo a Cayma, en el 

interior del vehículo se encontraba el chofer, un sujeto en el asiento del 

copiloto y dos sujetos que estaban en el asiento posterior, quienes le 

indicaba que faltaba un pasajero para ir a Cayma, por lo que el agraviado 

subió al vehículo por la puerta del lado izquierdo detrás del piloto. En el 

trayecto y estando el vehículo a la altura del estadio francisco Bolognesi 

de Cayma, comúnmente los vehículos que hacen colectivo van siempre 

de frente hasta el cruce de Bolognesi, pero en este caso el conductor 

volteo dirigiéndose a la entrada de tucos, en ese momento el sujeto que 

se encontraba en el lado derecho del agraviado, le puso una correa en 

el cuello con la cual trato de ahorcarlo, pero gracias a la chalina que tenia 

el agraviado en su cuello no pudieron sujetarlo, en esas circunstancias 

el chofer que ah sido identificado como Marco Antonio COAQUIRA 

SONCO, estaciono el vehículo a un costado cerca  a unas chacras, y les 

gritaba a los otros sujetos que se apresuraran y mientras tanto el 

agraviado luchaba y se oponía al robo, por lo que los imputados le 

propinaron  puñetes en diferentes partes del cuerpo, al sujeto que iba 

como copiloto que se encuentra plenamente identificado y responde al 

nombre de Cristopher Leoncio MILLA VARGAS, se estiraba por 

encima de su asiento y rebuscaba los bolsillos del agraviado 

despojándolo de su billetera, en la que tenía la cantidad de S/.340.00 

soles, tarjeta de crédito de la caja de Arequipa, su DNI Nro. 74730016 y 

su libreta militar, el agraviado seguía oponiendo resistencia y los 

imputados lo seguían golpeando, luego lo jalaron a la puerta del lado 

derecho, procediendo a abrir la puerta y arrojarlo del vehículo, este 

arranco y el agraviado se sujeto del mismo, por lo que fue arrastrado 

unos 3 a 4 metros y a fin de que se suelte uno de los sujetos le pateo en 

la frente, por lo que el agraviado se soltó y cayo al suelo, sin embargo 

los imputados no habían caído que un miembro de serenazgo juan 

Carlos contreras cornejo a bordo de su móvil había observado el 

momento en que trataban de expulsar al agraviado del vehículo, por lo 

cual emprendieron la fuga iniciándose una persecución, pidiendo ayuda 

a otras móviles y al cerrarles el paso con una de las unidades, 

despistándose el taxi en un desnivel de cemento del sardinel, chocando 



12  

dicha unidad vehicular, de donde salieron dos personas de sexo 

masculino, corriendo en diferentes direcciones, no pudiendo darles 

alcance y otro miembro del serenazgo se quedo en el lugar de la colisión 

ya que en el interior del taxi se encontraban dos personas las que han 

sido plenamente identificadas como  Marco Antonio COAQUIRA SONCO 

y Cristopher Leoncio MILLA VARGAS. 

 

1.1.1 Declaración Del Procesado 

Marco Antonio COAQUIRA SONCO 

EN INVESTIGACIÓN PRELIMINAR: 

- Con fecha 12SET16, el procesado hace prevalecer su 

derecho de guardar silencio.  

- Con fecha 29DIC16, encontrándose el imputado con 

medida de prisión preventiva en el penal de Socabaya – 

Arequipa, declara que el día anterior a los hechos 

11SET16, tuvo una discusión con su esposa, por lo que 

salió de su casa conduciendo su vehículo, marca tico, 

color amarillo y placa de rodaje V5H-647 y se puso a 

beber vino con su amigo Cristopher MILLA VARGAS, 

luego se aúnen a ellos “loco Manuel” y “Carlin”,  entonces 

al encontrarse sin dinero, loco Manuel les dice para ir a 

robar, refiere el procesado se negó , pero por encontrarse 

borracho accedió, fueron los 4 al puente Grau, donde con 

él grito: “Cayma, Cayma”, haciéndose pasar como 

colectivo, por ello subió un joven en el asiento de atrás, 

condujo hasta la cancha de Bolognesi de cayma, y voltea 

por un desvió, cuando frena y observa por el retrovisor 

que Carlin y el loco Manuel, le estaban robando al 

pasajero, entonces apareció el serenazgo, 

emprendiendo la huida; ante la persecución le gano el 

timón y choca contra un muro, donde los aprehendieron.   

 

EN JUICIO ORAL: 
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- Con fecha 08MAR17, en la sede del 1er. Juzgado Penal, 

Colegiado Supranacional Permanente de la CSJ-

Arequipa el procesado Marco Antonio COAQUIRA 

SONCO, responde que si es autor del delito y 

responsable de pena y reparación civil. Declarándose 

instaurado el proceso de Conformidad. 

 

Cristopher Leoncio MILLA VARGAS 

EN INVESTIGACIÓN PRELIMINAR: 

- Con fecha 12SET16, en sede policial, el procesado 

manifiesta que el día 11SET16 se encontró con su amigo 

“Marco” (coimputado), y se pusieron a beber vino dentro 

de su vehículo tico amarillo, luego se aúnen a ellos dos 

personas más “loco Manuel” y “Carlin”, refiere al 

promediar las doce de la noche uno de estos últimos dijo: 

“vamos a la cancha”, es decir que salgan a robar, todos 

accedieron, por que se dirigieron al puente Grau, donde 

esperaron que suba un pasajero, luego refiere el se 

encontraba en el asiento de adelante  con sueño, cuando 

frenan el carro y ve a los dos sujetos del asiento posterior, 

“loco Manuel” y “Carlin”, que le estaban rebuscando los 

bolsillos al pasajero, luego se baja del vehículo y vuelve 

a subir al percatarse de la presencia de un serenazgo y 

se escaparon, cruzando el puente chilina hasta chocar 

con un concreto donde les aprehendieron. Refiere el no 

haber participado del robo, puesto que se encontraba 

ebrio. 

 

EN JUICIO ORAL: 

- Con fecha 08MAR17, en la sede del 1er. Juzgado Penal, 

Colegiado Supranacional Permanente de la CSJ-

Arequipa el procesado Cristopher Leoncio MILLA 

VARGAS, responde que si es autor del delito y 
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responsable de pena y reparación civil. Declarándose 

instaurado el proceso de Conformidad. 

 

1.1.2 Declaración del Agraviado 

Franklin BORDA CRUZ. 

EN INVESTIGACIÓN PRELIMINAR: 

- Con fecha 12SET16, en sede policial, el agraviado 

señala que el mismo día (de hechos) a horas 01.00 

Aprox. Se encontraba en el puente Grau a fin de tomar 

un vehículo de servicio público, con el fin de trasladarse 

a su domicilio, cuando se hizo presente un vehículo, 

tico, de color amarillo, donde el chofer gritaba “Cayma, 

Cayma”, como los colectivos usuales, entonces decidió 

subir, puesto que ya habían 3 personas más, y con el 

completaba el carro, hasta que llego por la cancha 

Bolognesi, donde el vehiculó se desvío sin motivo 

alguno, y la persona que se encontraba en mi lado 

derecho le ataco con una correa alrededor de su cuello, 

refiere puso resistencia puesto que los demás le 

estaban rebuscando sus bolsillos, de donde le 

sustrajeron su billetera, donde contenía la suma de S/. 

340.00 nuevos soles, tarjetas de crédito y su libreta 

militar. Luego lo sacaron del vehículo arrojándolo a la 

calle, indica fue arrastrado por un aprox. De 4 metros, y 

abandonado en el lugar. Luego apareció una móvil de 

serenazgo que le prestó ayuda, conduciéndolo a la 

dependencia policial de Alto Selva Alegre, donde 

reconoció a los imputados, y presto su declaración. 

 

1.1.3 Concordancia y contradicciones entre hechos 

afirmados por las partes 

1.1.3.1  Concordancia 

• “El Ministerio Publico y el Procesado Marco Antonio 

COAQUIRA SONCO, concuerdan en que este 
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último conducía el vehículo, marca tico, color 

amarillo y placa de rodaje V5H-647. 

• “El Ministerio Publico y ambos coimputados 

Cristopher Leoncio MILLA VARGAS y Marco 

Antonio COAQUIRA SONCO, concuerdan que 

fueron cuatro personas los ocupantes del vehículo 

y acudieron al lugar puente Grau, con la finalidad de 

perpetrar un robo.  

• “Los coimputados Cristopher Leoncio MILLA 

VARGAS y Marco Antonio COAQUIRA SONCO, 

concuerdan con el agraviado Franklin BORDA 

CRUZ, en que hubo violencia al momento que le 

sustrajeron sus pertenencias a este último. 

 

1.1.3.2 Contradicciones 

• No se dieron contradicciones, puesto que hubo 

Conformidad, respecto de los hechos.  

 

1.2 Órganos Jurisdiccionales 

 

1.2.1 Sentencia del 1er. Juzgado Penal Colegiado 

Supranacional. 

Arequipa, 22 de marzo del 2017. 

“FALLAMOS POR UNANIMIDAD: 

PRIMERO: APROBANDO mediante la presente sentencia 

de conformidad parcial, los acuerdos celebrados entre los 

acusados y el ministerio publico durante el juicio respecto de 

la responsabilidad penal, así como respecto del extremo civil 

y no habiendo acuerdo respecto de la Pena, nos 

pronunciamos y decidimos respecto de la pena merecida, en 

consecuencia:  

SEGUNDO: DECLARAMOS a Marco Antonio COAQUIRA 

SONCO y a Cristopher Leoncio MILLA VARGAS, cuyas 

cualidades personales aparecen en la parte expositiva de la 
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presente sentencia, COAUTORES, de la comisión del delito 

de ROBO AGRAVADO, ilícito previsto y sancionado en el 

Art. 188 del Código Penal, concordante con los incisos 2,4 y 

5 del primer párrafo del Art. 189 del Código Penal, en agravio 

de Franklin BORDA CRUZ, y como tal, les imponemos a 

cada uno de los sentenciados la pena privativa de libertad 

de cuatro años y tres meses en forma efectiva, que se 

cumplirá en el establecimiento penal, que el Instituto 

Nacional Penitenciario determine y que contados desde el 

día 12SET16, que viene siendo privado de su libertad, la 

pena impuesta vencerá el día 11ENE21, debiendo para el 

cumplimiento de la pena cursarse los oficios 

correspondientes. 

TERCERO: FIJAMOS el monto de la reparación civil 

correspondiente por el delito de Robo Agravado en la suma 

tres mil soles, a favor de la parte agraviada. Suma que 

damos por cancelada conforme a los pagos y depósitos 

judiciales que aparecen en autos y cuyo endose SE 

ORDENA a favor de la parte agraviada 

CUARTO: DECLARAMOS que no corresponde fijar costas. 

QUINTO: ABSOLVEMOS a Marco Antonio COAQUIRA 

SONCO de la calificación jurídica por el delito de Conducción 

de Vehículo en estado de Ebriedad, como delito de Peligro 

Común, previsto en el primer párrafo del art. 274 del Código 

Penal, en agravio de la sociedad y disponemos en ese 

extremo el archivo definitivo de la causa y la anulación de los 

antecedentes generados a raíz del mismo. 

SEXTO: ORDENAMOS que firme sea la presente sentencia, 

se inscriba la misma en el Registro Nacional y 

Departamental de condenas, así como en el RENIPROS y 

demás órganos que corresponda de conformidad con las 

normas administrativas correspondientes. 

SETIMO: Se ordena la ejecución provisional de la pena y 

para los efectos de la ejecución provisional de la pena, así 
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como para los registros correspondientes al Instituto 

Nacional Penitenciario y a las demás entidades 

administrativas que corresponda. 

Y por esta nuestra sentencia así la pronunciamos, 

mandamos y firmamos en audiencia publica de la fecha, 

quedando las partes notificadas en el presente acto. 

 

1.2.1.1 Hechos tomados en cuenta por el Juzgado Penal 

Colegiado. 

•  “los procesados se acogieron a la CONCLUSIÓN 

ANTICIPADA DE JUICIO, donde manifiestan su 

EXPRESA CONFORMIDAD con los HECHOS y 

cargos, renuncia a la actuación de pruebas y ser 

acreedores de una sanción penal y reparación civil.   

• “La Subsunción Jurídica de la conducta imputada 

que se enmarca dentro del tipo penal de ROBO 

AGRAVADO ilícito previsto y sancionado en el 

Art. 188 del Código Penal, concordante con los 

incisos 2,4 y 5 del primer párrafo del Art. 189 del 

Código Penal. Conforme el análisis de juicio de 

Tipicidad, Antijuricidad, Culpabilidad y 

responsabilidad Penal. 

• “Para la fijación de la Pena y Reparacion Civil el 

juzgado tomó en cuenta: 

El principio de la “Conformidad Premiada”, 

prevista en el Art. 372.2 C.P.P. 

La Eximente incompleta por estado de Ebriedad 

y la Responsabilidad Restringida, de ambos 

imputados. 

La Confesión Sincera parcial, la conclusión 

anticipada y los criterios de Proporcionalidad. 
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1.2.1.2 Hechos no tomados en cuenta por el Juzgado  

Penal Colegiado. 

• “El Juez Penal no tomó en cuenta el ACTIO 

LIBERA IN CAUSA, puesto que es posible imputar 

hechos realizados en situación de inimputabilidad, 

es así que cabe la figura de que los coautores del 

ilícito en autos, se hayan puesto en dicha 

situación, con el propósito de delinquir. 

 

• “El juez Penal, no tomo en cuenta la acusación 

fiscal en el extremo de la responsabilidad Penal 

del procesado Marco Antonio COAQUIRA 

SONCO, por encontrarse inmerso en la comisión 

del delito de Conducción en Estado de Ebriedad – 

Peligro Común; Ello en concurso Real. 

 

1.2.2 Sentencia de la Segunda Sala Penal de la Corte Superior. 

 

Arequipa, tres de agosto del 2017. 

PRIMERO. - “DECLARAMOS INFUNDADO el recurso de 

Apelación, interpuesto por la defensa técnica del procesado 

Marco Antonio COAQUIRA SONCO. 

SEGUNDO. - “DECLARAMOS INFUNDADO el recurso de 

Apelación, interpuesto por la defensa pública del procesado 

Cristopher Leoncio MILLA VARGAS. 

TERCERO.- “DECLARAMOS FUNDADO el recurso de 

Apelación interpuesto por el ministerio público, en 

consecuencia REVOCAMOS, la sentencia de fecha 

22MAR17, que obra en el folio treinta y siete y siguientes 

solo en el extremo que resolvió: LES IMPONEMOS a cada 

uno de los sentenciados la pena privativa de libertad de 

CUATRO AÑOS Y TRES MESES en forma EFECTIVA, en 

su lugar, IMPONEMOS a Cristopher Leoncio MILLA 

VARGAS y Marco Antonio COAQUIRA SONCO, la pena 
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privativa de libertad de seis años en forma EFECTIVA, para 

cada uno de ellos, que se cumplirá en el establecimiento 

penal, que el Instituto Nacional Penitenciario determine y que 

contados desde el día 12SET16, que viene siendo privado 

de su libertad, la pena impuesta vencerá el día 11SET22, 

debiendo para el cumplimiento de la pena cursarse los oficios 

correspondientes. 

CUARTO. - ORDENAMOS que consentida sea la presente 

se devuelvan los autos al juzgado de procedencia, para los 

fines pertinentes, sin costas de la instancia. 

 

1.2.2.1 Hechos tomados en cuenta por la s e g u n d a  

Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior. 

• “La CONFORMIDAD DE LOS ACUSADOS, 

concordante con lo que se desprende de la 

sentencia apelada y de lo actuado en primera 

instancia, los acusados Marco Antonio 

COAQUIRA SONCO y Cristopher Leoncio MILLA 

VARGAS, en la sesión de JUICIO ORAL, llevada 

a cabo el 08MAR17, actuando con plena libertad, 

voluntad y racionalidad RECONOCIERON ser 

autores del delito que se les imputa y 

responsables de la reparación Civil, mas NO de la 

PENA solicitada. 

 

• La EXIMENTE INCOMPLETA POR ESTADO DE 

EBRIEDAD, por lo que el ponente establece un 

nuevo marco punitivo por debajo del mínimo legal 

original, en aplicación del Art. 45-A del Código 

Penal. 

 

• La Flagrancia Delictiva, supuesto que se 

presento en autos, por lo cual es INCOMPATIBLE, 

con el beneficio premial de reducción de pena por 
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Confesión Sincera que sugiere la defensa 

técnica de los coimputados, ello conforme lo 

establece el Art. 161 del Código Procesal Penal, 

en concordancia con la sentencia de Casación 

Nro. 75-2010-Arequipa. Por lo cual resultó 

AMPARABLE en este extremo la apelación 

postulada por el Ministerio Público.  

 

• La naturaleza PLURIOFENSIVA del delito de 

ROBO AGRAVADO, por lo que NO ampara el 

razonamiento empleado por el A QUO, en su 

sentencia de primera instancia, para reducción 

adicional de la pena, por criterio de 

proporcionalidad. 

 

1.2.2.2 Hechos no tomados en cuenta por la Sala Penal 

de Apelaciones de la Corte Superior. 

Ninguno. 

 

1.2.3 Sentencia de la Sala Penal Permanente de la Corte 

Suprema de la República. 

 

CASACIÓN Nº1291-2017, del 28 de noviembre del 2017. 

ACORDARON: 

PRIMERO. -  DECLARAR NULO el auto del 23AGO17, con 

el cual se concedió el recurso de CASACIÓN, propuesto por 

don Marco Antonio COAQUIRA SONCO. 

SEGUNDO.- DECLARAR INADMISIBLE el recurso de 

CASACIÓN, formulado contra la sentencia de Vista del 

03AGO17, emitida por los señores magistrados de la 

segunda sala penal de Apelaciones de la Corte Superior de 

Justicia de Arequipa, con la cual se DECLARO: i) 

INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por el 

recurrente y ii) FUNDADA la apelación presentada por el 
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señor fiscal superior; en consecuencia revocaron la 

sentencia de primera instancia en la parte que impuso al 

procesado Don Marco Antonio COAQUIRA SONCO, cuatro 

años y tres meses de privación de libertad efectiva; 

reformándola, le impusieron seis años de prisión. 

TERCERO. - ORDENAR al recurrente el pago de las costas 

del recurso, que serán exigidas por el juez de Investigación 

Preparatoria. 

 

1.2.3.1 Hechos tomados en cuenta por la Sala Penal 

de la Corte Suprema 

La potestad discrecional del juzgador para imponer 

una pena, como lo señala el art. 21 del Código Penal, 

que establece que en el caso de que la eximente se 

presente incompleta, el juzgador podrá disminuir 

prudencialmente la pena, hasta los límites inferiores 

al mínimo legal, lo que se cumplió en el caso en 

concreto, imponiéndose la pena de seis años, lo cual 

NO puede ser revisada una vez mas en esta 

instancia, para acceder a una nueva determinación  

de la pena e imponer la sanción de tres años que 

solicito como pretensión el sentenciado Marco 

Antonio COAQUIRA SONCO, puesto que el Recurso 

de CASACIÓN NO es una nueva instancia. 

 

1.2.3.2 Hechos no tomados en cuenta por la Sala Penal 

de la Corte Suprema 

Ninguno. 
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2.  PROBLEMAS 

 

2.1 Problema Principal o Eje 

¿Los coprocesados Marco Antonio COAQUIRA SONCO y 

Cristopher Leoncio MILLA VARGAS cometieron el delito 

contra el Patrimonio - ¿ROBO AGRAVADO, en agravio de 

Franklin BORDA CRUZ? 

 

2.2 Problemas Colaterales 

No hay problemas colaterales. 

 

2.3 Problemas Secundarios 

a) ¿Hubo conducta? 

b) ¿La conducta es típica? 

c) ¿La conducta es antijurídica? 

d) ¿La conducta es culpable?  

e) ¿el procesado es autor o participe? 

f) ¿es correcta la pena aplicada? 

g) ¿es adecuada la reparación civil? 

 

3.   ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO 

DEL CASO 

3.1.   Normas Legales 

3.1.1.   Constitución Política Del Perú 

Artículo 2.- Derechos fundamentales de la 

persona 

Toda persona tiene derecho: 

1. A la vida, a su identidad, a su integridad moral, 

psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. El 

concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le 

favorece. 
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2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser 

discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, 

religión, opinión, condición económica o de cualquiera 

otra índole. 

3. A la libertad de conciencia y de religión, en forma 

individual o asociada. No hay persecución por razón 

de ideas o creencias. No hay delito de opinión. El 

ejercicio público de todas las confesiones es libre, 

siempre que no ofenda la moral ni altere el orden 

público. 

4. A las libertades de información, opinión, expresión 

y difusión del pensamiento mediante la palabra oral o 

escrita o la imagen, por cualquier medio de 

comunicación social, sin previa autorización ni 

censura ni impedimento algunos, bajo las 

responsabilidades de ley. 

Los delitos cometidos por medio del libro, la prensa y 

demás medios de comunicación social se tipifican en 

el Código Penal y se juzgan en el fuero común. 

Es delito toda acción que suspende o clausura algún 

órgano de expresión o le impide circular libremente. 

Los derechos de informar y opinar comprenden los de 

fundar medios de comunicación. 

5. A solicitar sin expresión de causa la información 

que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, 

en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido. 

Se exceptúan las informaciones que afectan la 

intimidad personal y las que expresamente se 

excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 



24  

Toda persona tiene derecho al secreto bancario y la 

reserva tributaria. Su levantamiento puede efectuarse 

a pedido: 

1. Del juez. 

2. Del Fiscal de la Nación. 

3. De una comisión investigadora del Congreso con 

arreglo a ley y siempre que se refieran al caso 

investigado. 

4. Del Contralor General de la República respecto de 

funcionarios y servidores públicos que administren o 

manejen fondos del Estado o de organismos 

sostenidos por este, en los tres niveles de gobierno, 

en el marco de una acción de control. 

5. Del Superintendente de Banca, Seguros y 

Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones 

para los fines específicos de la inteligencia financiera. 

El levantamiento de estos derechos fundamentales se 

efectúa de acuerdo a ley, que incluye decisión 

motivada y bajo responsabilidad de su titular. 

6. A que los servicios informáticos, computarizados o 

no, públicos o privados, no suministren informaciones 

que afecten la intimidad personal y familiar. 

7. Al honor y a la buena reputación, a la intimidad 

personal y familiar, así como a la voz y a la imagen 

propias. 

Toda persona afectada por afirmaciones inexactas o 

agraviada en cualquier medio de comunicación social 

tiene derecho a que éste se rectifique en forma 
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gratuita, inmediata y proporcional, sin perjuicio de las 

responsabilidades de ley. 

8. A la libertad de creación intelectual, artística, 

técnica y científica, así como a la propiedad sobre 

dichas creaciones y a su producto. El Estado propicia 

el acceso a la cultura y fomenta su desarrollo y 

difusión. 

9. A la inviolabilidad del domicilio. Nadie puede 

ingresar en él ni efectuar investigaciones o registros 

sin autorización de la persona que lo habita o sin 

mandato judicial, salvo flagrante delito o muy grave 

peligro de su perpetración. Las excepciones por 

motivos de sanidad o de grave riesgo son reguladas 

por la ley. 

10. Al secreto y a la inviolabilidad de sus 

comunicaciones y documentos privados. 

Las comunicaciones, telecomunicaciones o sus 

instrumentos sólo pueden ser abiertos, incautados, 

interceptados o intervenidos por mandamiento 

motivado del juez, con las garantías previstas en la 

ley. Se guarda secreto de los asuntos ajenos al hecho 

que motiva su examen. 

Los documentos privados obtenidos con violación de 

este precepto no tienen efecto legal. 

Los libros, comprobantes y documentos contables y 

administrativos están sujetos a inspección o 

fiscalización de la autoridad competente, de 

conformidad con la ley. Las acciones que al respecto 

se tomen no pueden incluir su sustracción o 

incautación, salvo por orden judicial. 
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11. A elegir su lugar de residencia, a transitar por el 

territorio nacional y a salir de él y entrar en él, salvo 

limitaciones por razones de sanidad o por mandato 

judicial o por aplicación de la ley de extranjería. 

12. A reunirse pacíficamente sin armas. Las 

reuniones en locales privados o abiertos al público no 

requieren aviso previo. Las que se convocan en 

plazas y vías públicas exigen anuncio anticipado a la 

autoridad, la que puede prohibirlas solamente por 

motivos probados de seguridad o de sanidad 

públicas. 

13. A asociarse y a constituir fundaciones y diversas 

formas de organización jurídica sin fines de lucro, sin 

autorización previa y con arreglo a ley. No pueden ser 

disueltas por resolución administrativa. 

14. A contratar con fines lícitos, siempre que no se 

contravengan leyes de orden público. 

15. A trabajar libremente, con sujeción a ley. 

16. A la propiedad y a la herencia. 

17. A participar, en forma individual o asociada, en la 

vida política, económica, social y cultural de la Nación. 

Los ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos 

de elección, de remoción o revocación de 

autoridades, de iniciativa legislativa y de referéndum. 

18. A mantener reserva sobre sus convicciones 

políticas, filosóficas, religiosas o de cualquiera otra 

índole, así como a guardar el secreto profesional. 
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19. A su identidad étnica y cultural. El Estado 

reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la 

Nación. 

Todo peruano tiene derecho a usar su propio idioma 

ante cualquier autoridad mediante un intérprete. Los 

extranjeros tienen este mismo derecho cuando son 

citados por cualquier autoridad. 

20. A formular peticiones, individual o colectivamente, 

por escrito ante la autoridad competente, la que está 

obligada a dar al interesado una respuesta también 

por escrito dentro del plazo legal, bajo 

responsabilidad. 

Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía 

Nacional sólo pueden ejercer individualmente el 

derecho de petición. 

21. A su nacionalidad. Nadie puede ser despojado de 

ella. Tampoco puede ser privado del derecho de 

obtener o de renovar su pasaporte dentro o fuera del 

territorio de la República. 

22. A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo 

libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente 

equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida. 

23. A la legítima defensa. 

24. A la libertad y a la seguridad personales. En 

consecuencia: 

a. Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, 

ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe. 
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b. No se permite forma alguna de restricción de la 

libertad personal, salvo en los casos previstos por la 

ley. Están prohibidas la esclavitud, la servidumbre y la 

trata de seres humanos en cualquiera de sus formas. 

c. No hay prisión por deudas. Este principio no limita 

el mandato judicial por incumplimiento de deberes 

alimentarios. 

d. Nadie será procesado ni condenado por acto u 

omisión que al tiempo de cometerse no esté 

previamente calificado en la ley, de manera expresa 

e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado 

con pena no prevista en la ley. 

e. Toda persona es considerada inocente mientras no 

se haya declarado judicialmente su responsabilidad. 

f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento 

escrito y motivado del juez o por las autoridades 

policiales en caso de flagrante delito. La detención no 

durará más del tiempo estrictamente necesario para 

la realización de las investigaciones y, en todo caso, 

el detenido debe ser puesto a disposición del juzgado 

correspondiente, dentro del plazo máximo de 

cuarenta y ocho horas o en el término de la distancia. 

Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, 

espionaje, tráfico ilícito de drogas y a los delitos 

cometidos por organizaciones criminales. En tales 

casos, las autoridades policiales pueden efectuar la 

detención preventiva de los presuntos implicados por 

un término no mayor de quince días naturales. Deben 

dar cuenta al Ministerio Público y al juez, quien puede 

asumir jurisdicción antes de vencido dicho término. 
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g. Nadie puede ser incomunicado sino en caso 

indispensable para el esclarecimiento de un delito, y 

en la forma y por el tiempo previstos por la ley. La 

autoridad está obligada bajo responsabilidad a 

señalar, sin dilación y por escrito, el lugar donde se 

halla la persona detenida. 

h. Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica 

o física, ni sometido a tortura o a tratos inhumanos o 

humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el 

examen médico de la persona agraviada o de aquélla 

imposibilitada de recurrir por sí misma a la autoridad. 

Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la 

violencia. Quien la emplea incurre en responsabilidad. 

 

3.1.2. Código Penal 

 

• Articulo 188. Robo. - El que se apodera 

ilegítimamente de un bien mueble total o 

parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, 

sustrayéndolo del lugar en que se encuentra, 

empleando violencia contra la persona o 

amenazándola con un peligro inminente para su vida 

o integridad física será reprimido con pena privativa 

de libertad no menor de tres ni mayor de ocho años. 

 

• Articulo 189. Robo Agravado. - La pena será no 

menor de doce ni mayor de veinte años si el robo es 

cometido: 

 

La pena será no menor de doce ni mayor de veinte 

años si el robo es cometido: 

1. En inmueble habitado. 
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2. Durante la noche o en lugar desolado. 

3. A mano armada. 

4. Con el concurso de dos o más personas. 

5. En cualquier medio de locomoción de transporte 

público o privado de pasajeros o de carga, 

terminales terrestres, ferroviarios, lacustres y 

fluviales, puertos, aeropuertos, restaurantes y afines, 

establecimientos de hospedaje y lugares de 

alojamiento, áreas naturales protegidas, fuentes de 

agua minero-medicinales con fines turísticos, bienes 

inmuebles integrantes del patrimonio cultural de la 

Nación y museos. 

6. Fingiendo ser autoridad o servidor público o 

trabajador del sector privado o mostrando 

mandamiento falso de autoridad. 

7. En agravio de menores de edad, personas con 

discapacidad, mujeres en estado de gravidez o 

adulto mayor. 

8. Sobre vehículo automotor, sus autopartes o 

accesorios. 

La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta 

años si el robo es cometido: 

1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o 

mental de la víctima. 

2. Con abuso de la incapacidad física o mental de la 

víctima o mediante el empleo de drogas, insumos 

químicos o fármacos contra la víctima. 
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3. Colocando a la víctima o a su familia en grave 

situación económica. 

4. Sobre bienes de valor científico o que integren el 

patrimonio cultural de la Nación. 

La pena será de cadena perpetua cuando el agente 

actúe en calidad de integrante de una organización 

criminal, o si, como consecuencia del hecho, se 

produce la muerte de la víctima o se le causa 

lesiones graves a su integridad física o mental. 

•  Art. 274. Conduccion en estado de Ebriedad.- El 

que encontrándose en estado de ebriedad, con 

presencia de alcohol en la sangre en proporción 

mayor de 0.5 gramos-litro, o bajo el efecto de drogas 

tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o 

sintéticas, conduce, opera o maniobra vehículo 

motorizado, será reprimido con pena privativa de la 

libertad no menor de seis meses ni mayor de dos años 

o con prestación de servicios comunitarios de 

cincuenta y dos a ciento cuatro jornadas e 

inhabilitación, conforme al artículo 36 inciso 7). 
 

 

3.1.3. Leyes 

 

• Acuerdo plenario Nro. 5 – 2008, (Alcances de la 

Conclusión Anticipada). 

Fundamento 16. Ante una conformidad, en virtud a 

los intereses en conflicto, la posición del Tribunal 

como destinatario de esa institución, no puede ser 

pasiva a los efectos de su homologación; existe cierto 

margen de valoración que el juez debe ejercer 

soberanamente. Si bien está obligado a respetar la 

descripción del hecho glosado en la acusación escrita 
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-vinculación absoluta con los hechos o 

inmodificabilidad del relato (vinculatio facti)-, por 

razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar 

un control respecto de la tipicidad de los hechos, 

del título de imputación, así como de la pena 

solicitada y aceptada, por lo que la vinculación en 

esos casos (vinculatio criminis y vinculatio poena) se 

relativiza en atención a los principios antes 

enunciados. El juzgador está habilitado para analizar 

la calificación aceptada y la pena propuesta e incluso 

la convenida por el acusado y su defensa: esa es la 

capacidad innovadora que tiene frente a la 

conformidad procesal. 

En tal virtud, respetando los hechos, el Tribunal está 

autorizado a variar la configuración jurídica de los 

hechos objeto de acusación, es decir, modificar 

cualquier aspecto jurídico de los mismos, dentro de 

los límites del principio acusatorio y con pleno respeto 

del principio de contradicción [principio de audiencia 

bilateral]. Por tanto, la Sala sentenciadora puede 

concluir que el hecho conformado es atípico o que, 

siempre según los hechos expuestos por la Fiscalía y 

aceptados por el acusado y su defensa técnica, 

concurre una circunstancia de exención -completa o 

incompleta o modificativa de la responsabilidad penal, 

y, en consecuencia, dictar la sentencia que 

corresponda. 

El ejercicio de esta facultad de control y la posibilidad 

de dictar una sentencia absolutoria -por atipicidad, por 

la presencia de una causa de exención de la 

responsabilidad penal, o por la no concurrencia de 

presupuestos de la punibilidad- o, en su caso, una 

sentencia condenatoria que modifique la tipificación 

del hecho, el grado del delito, el título de participación 

y la concurrencia de las circunstancias eximentes 
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incompletas o modificativas de la responsabilidad 

penal, como es obvio, en aras del respeto al principio 

de contradicción -que integra el contenido esencial de 

la garantía del debido proceso-, está condicionada a 

que se escuche previamente a las partes procesales 

[en especial al acusador, pues de no ser así se 

produciría una indefensión que le lesionaría su 

posición en el proceso], a cuyo efecto el Tribunal debe 

promover un debate sobre esos ámbitos, 

incorporando los pasos necesarios en la propia 

audiencia, para decidir lo que corresponda. Es 

evidente, que el Tribunal no puede dictar una 

sentencia sorpresiva en ámbitos jurídicos no 

discutidos por las partes [interdicción de 

resolver inaudita parte]. […] 

Fundamento 11. Oportunidad Procesal de la 

Conformidad. La oportunidad procesal en que tiene 

lugar la conformidad está claramente estipulada en la 

Ley Procesal Penal. El emplazamiento al imputado y 

su defensa, de cara a la posible conformidad, 

constituye un paso necesario del período inicial del 

procedimiento del juicio oral. Su definición 

determinará si se pone fin al acto oral con la inmediata 

expedición de una sentencia conformada, evitándose 

el periodo probatorio y, dentro del período decisorio, 

el paso de alegato de las partes respecto a la 

actividad probatoria desarrollada en el juicio -

obviamente inexistente cuando se produce la 

conformidad procesal. 

En atención a que una de las notas esenciales de la 

conformidad, como acto procesal, es su carácter 

formal, debe cumplir con las solemnidades requeridas 

por la ley. Si la conformidad procesal persigue evitar 

el procedimiento probatorio del juicio oral en aras de 

la inmediata finalización de la causa, es obvio que una 
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vez que se emplazó al imputado y su defensa para 

que se pronuncien acerca de los cargos objeto de 

acusación, y ambos se expresaron negativamente al 

respecto, ya no es posible retractarse luego que se 

dio inicio formal al período probatorio. 

Extraordinariamente pueden presentarse, sin duda, 

algunas excepciones a esa regla general, uno de 

cuyos motivos podría ser la concurrencia de vicios 

procedimentales o vicios en el emplazamiento o en la 

respuesta del imputado o de su defensa. Pero la 

condición o límite necesario siempre estará definido 

por la apertura y entrada al período que consolida la 

lógica contradictoria del juicio oral, esto es, con el 

inicio efectivo del examen o declaración del imputado, 

como primer paso de la actuación probatoria. La 

exigencia del cumplimiento del trámite de 

conformidad antes de la práctica de la prueba evita, 

precisamente, que pueda optarse por esa institución 

a partir de la fuerza o sentido indicativo de algunas de 

las diligencias acreditativas practicadas o por 

realizarse; y, con ello, impedir conductas fraudulentas 

o especulativas. 

Fundamento 19. Conformidad y Confesión 

Sincera. El tema de la confesión y de la consiguiente 

atenuación excepcional de la pena por debajo del 

mínimo legal prevista para el delito cometido, tal como 

estatuye el artículo 136° del Código de 

Procedimientos Penales [dice, en lo pertinente, el 

citado precepto: “…la confesión sincera debidamente 

comprobada puede ser considerada para rebajar la 

pena del confeso…”], genera determinados 

problemas interpretativos y aplicativos con la 

institución de la “conformidad procesal”, en tanto que 

el texto del artículo 5°. 2) de la Ley número 28122 
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explícitamente hace referencia a “…la confesión del 

acusado, …”. 

La confesión, desde una perspectiva general, es una 

declaración autoinculpatoria del imputado que 

consiste en el expreso reconocimiento que formula de 

haber ejecutado el hecho delictivo que se le atribuye. 

Como declaración que es debe reunir un conjunto de 

requisitos externos (sede y garantías) e internos 

(voluntariedad o espontaneidad y veracidad -

comprobación a través de otros recaudos de la causa-

). 

En la conformidad procesal el imputado, desde luego, 

admite los hechos objeto de acusación fiscal. Sólo se 

le pide, si así lo estima conveniente y sin necesidad 

de una explicación o un relato circunstanciado de los 

hechos -que es lo típico de una declaración ante la 

autoridad de cara a la averiguación de los hechos o a 

la determinación de las afirmaciones de las partes, 

según la etapa procesal en que tiene lugar-, aceptar 

los cargos y una precisión adicional acerca de las 

consecuencias jurídico penales, a fin de obtener un 

pronunciamiento judicial inmediato, una sentencia de 

conformidad. Ello ha permitido sostener a un sector 

de la doctrina procesalista que la conformidad es una 

forma de confesión prestada al inicio del juicio oral o 

una especie de confesión cuando concurren 

determinados requisitos. 

La conformidad consta de dos elementos 

materiales: a) el reconocimiento de hechos: una 

declaración de ciencia a través de la cual el acusado 

reconoce su participación en el delito o delitos que se 

les haya atribuido en la acusación; y b) la declaración 

de voluntad del acusado, a través de la cual expresa, 

de forma libre, consciente, personal y formal la 
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aceptación de las consecuencias jurídico penales y 

civiles derivadas del delito. 

• Acuerdo plenarios N° 3-2009/CJ-116. 

11. Es potencial al ejercicio de violencia física en la 

realización del robo que el afectado resulte con 

lesiones de diversa magnitud. Ahora bien, la 

producción de lesiones determina en nuestra 

legislación vigente la configuración de 

circunstancias agravantes específicas y que están 

reguladas en el inciso 1) de la segunda parte del 

artículo 189° CP y en el párrafo final del mencionado 

artículo. En este último supuesto se menciona, 

taxativamente, que el agente ha de causar lesiones 

graves, mientras que en el primer supuesto sólo se 

indica que el agente ha de causar lesiones a la 

integridad física o mental de la víctima. Cabe, por 

tanto, dilucidar las características y tipo de lesión 

que corresponde a cada caso. 

 

• Acuerdo plenario N° 2-2010/CJ-116. 

El tercer fundamento jurídico versa sobre la 

determinación de la pena en caso de concurrencia 

de circunstancias agravantes específicas de 

diferente grado o nivel. De acuerdo con el acuerdo 

plenario, el conflicto se sitúa cuando en un delito 

concurren circunstancias agravantes 

correspondientes a grados diferentes y que por lo 

tanto se vinculan con distintos grados de pena.  Se 

llegó al acuerdo de que aquellos casos en los que la 

circunstancia de mayor grado absorberá el potencial 

y eficacia agravante de las de grado inferior; por lo 

que operará como pena básica a partir de la cual el 

juez determinará la pena concreta a imponer; es 
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decir, el juez tendrá que decidir sobre la base de la 

escala punitiva del agravante de mayor nivel. 

 

• Acuerdo Plenario N° 8-2007 

La Corte Suprema estableció que la agravante de 

pluralidad de agentes prevista en el artículo 189.4 

del Código Penal hace referencia a un concierto 

criminal que implica coautoría. Ello debe 

diferenciarse del último párrafo, el cual regula la 

pertenencia del autor a una organización criminal, la 

cual exige la existencia de una estructura jerárquica. 

 

• El Acuerdo Plenario Nro. 08-2007 de la Corte 

Suprema   de la República. 

“La diferenciación sistemática que realiza el artículo 

189° del Código Penal, respecto a la intervención de 

una pluralidad de agentes en la comisión de un robo, 

permite sostener que se trata de dos circunstancias 

agravantes distintas. Por un lado, la pluralidad de 

agentes prevista en el inciso 4) del primer párrafo 

alude a un concierto criminal en el que el proceder 

delictivo conjunto es circunstancial y no permanente. 

Se trata, pues, de un supuesto básico de coautoría o 

coparticipación, en el que los agentes no están 

vinculados con una estructura organizacional y con 

un proyecto delictivo de ejecución continua. Por otro 

lado, la agravante que contempla el párrafo in fine del 

citado artículo alude a un proceder singular o plural 

de integrantes de una organización criminal sea esta 

de estructura jerárquica-vertical o flexible – 

horizontal”. 

 

• Sentencia Plenaria N° 01-2005 



38  

Se estableció que el delito de robo se consuma con 

el apoderamiento, lo que implica desplazar el bien 

del poder de su poseedor, de modo tal que el autor 

pueda disponer del mismo. Ello implica, que no 

habrá consumación por la sola desposesión del 

bien; ya que se trata de un delito de resultado. En 

dicho pronunciamiento, también se estableció que la 

disponibilidad del bien es lo que determina en qué 

etapa del delito se encuentra el autor: habrá 

consumación si se logra la disponibilidad completa 

por parte del autor; mientras que tentativa cuando se 

presenta una detención, persecución o cualquier 

tipo de abandono del bien. 

   

 

3.2 Doctrina 

 

• La tipicidad y el tipo penal. 

“El comportamiento humano, para resultar delictivo tiene que 

reunir los caracteres descritos en algún o algunos de los 

supuestos paradigmáticos contenidos en el catálogo de 

delitos y penas. A estos supuestos paradigmáticos de 

conducta, se les conoce como tipos penales, y a la 

adecuación de la conducta humana concreta a dichos tipos 

se les llama tipicidad. La tipicidad es la adecuación de un 

hecho cometido a la descripción que de ese hecho se hace 

en la ley penal. 

El tipo como modelo conductual preestablecido en la ley 

penal, es la descripción de la conducta prohibida que lleva a 

cabo el legislador en el supuesto de hecho de una norma 

penal.” 

(Villa Stein, 2001, pp. 219-220). 
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• Principio de Lesividad u ofensividad: nullum crimen sine 

iniuria. 

«Nadie puede ser castigado por un hecho que no ofenda 

bienes jurídicos de relevancia constitucional» 

Luigi Ferrajoli. 

 

 

• Principio de Proporcionalidad de la Pena. 

El principio de proporcionalidad de las penas es un valor 

constitucional implícitamente derivado del principio de 

legalidad penal, así reconocido en el artículo 2º, inciso 24, 

literal d), de la Constitución, en interpretación conjunta con 

el último párrafo del artículo 200º constitucional, en el que se 

reconoce explícitamente el principio de proporcionalidad. 

usualmente ha sido enfocado como una “prohibición de 

exceso” dirigida a los poderes públicos. De hecho, esta es la 

manifestación que se encuentra recogida en el artículo VIII 

del Título Preliminar del Código Penal, en la parte en la que 

dispone que la pena no puede sobrepasar la responsabilidad 

por el hecho”. Robert Alexy, Marcial Pons, 2011, p. 169 y ss.) 

 

• Justicia Penal Negociada, (terminación anticipada) 

Mediante estas normas se protege al investigado respecto 

de una posible aceptación de cargos; en tal sentido, 

la justicia penal negociada conlleva la simplificación de 

etapas en el proceso penal, lo cual libera al sistema de 

justicia de la desbordada carga laboral. Además, requiere 

una admisión de la responsabilidad penal por parte del 

imputado, siendo los actores de esta negociación el fiscal y 

el imputado. Y se emplea en diversos procesos, pero existen 

mecanismos que deben ser utilizados de acuerdo con la 

etapa procesal. Sánchez Tafur (2019). 

 



40  

• Aplicación del Principio de Legalidad en las Sentencias 

de Conformidad. 

En efecto, si bien el Tribunal no puede asumir una posición 

pasiva en la conformidad, existe cierto margen de valoración 

que el juez debe ejercer soberanamente si está obligado a 

respetar la descripción de los hechos glosados en la 

acusación escrita vinculación absoluta con los hechos o 

inmodificable unidad del relato fáctico (vinculatio facti), y por 

razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un 

control respecto de la tipicidad de los hechos del tipo de 

imputación así como la pena solicitada y aceptada por lo que 

la vinculación en estos casos (vinculatio criminis y vinculatio 

poena) se relativiza en atención a principios antes 

mencionados. El juzgador está habilitado para analizar la 

calificación aceptada y la pena propuesta e incluso la 

convenida por el acusado y su defensa esa es la capacidad 

innovadora que tiene frente a la conformidad procesal. San 

Martín Castro - 2019.) 

 

• Principio de Culpabilidad. 

«Este nivel del principio presupone un ente capaz de decidir 

conforme a valores y pautas o, más sintéticamente dicho, un 

ser autodeterminable, o lo que es lo mismo, una 

persona». Eugenio Raúl Zaffaroni. 

 

• Definición de Bien Jurídico. 

La denominación “bien jurídico” debe reservarse así para 

referirse a lo protegido por una norma. Con más precisión y 

en atención al cumplimiento de las funciones que están en 

su propia génesis, considero que ha de definirse el bien 

jurídico como el objeto inmediato de protección de la norma 

penal. (…) El bien jurídico-penal indica simultáneamente la 

razón principal de la coacción, al expresar el objeto afectado 

por los comportamientos amenazados y cuya protección es 
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el fin que ha motivado la puesta en marcha del mecanismo 

instrumental penal. (Lascuraín, 2007, pp. 126-127) 

 

• Concepto y estructura del delito. 

A lo largo de nuestro Código Penal, no encontramos una 

definición exacta de lo que se debe considerar como delito, 

pero tenemos una aproximación en el Art. 11°, donde se dice 

que son delitos y faltas las acciones y omisiones dolosas o 

culposas penadas por la ley. Es decir, las características de 

los delitos son: 

a) Tiene que ser una acción u omisión. 

b) Dicha acción u omisión tiene que ser dolosa o culposa. 

c) Dicha conducta debe estar penada por la Ley. 

Actualmente, la tendencia del Derecho Penal es no estudiar 

la conducta separada sino como un elemento más de la 

Tipicidad, por eso se dice que el delito es tripartito (en el 

esquema se ha separado la conducta de la tipicidad sólo 

para fines didácticos). 

▪ Conducta: Es el comportamiento del sujeto – tanto por 

acción como por omisión-. 

▪ Tipicidad: Es la adecuación del comportamiento real al tipo 

penal abstracto. 

▪ Antijuricidad: Es analizar sí el comportamiento típico esta en 

contra del ordenamiento jurídico en general –antijuricidad 

formal y material-. 

▪ Culpabilidad: Nuestro Código Penal habla hoy de 

responsabilidad, es el reproche que se le hace al sujeto por 

haber realizado ese comportamiento. (Bramont-Arias, 2008, 

pp. 131-133) 

 

• Correcta imputación del delito de Robo. 

 
El robo es un delito contra los derechos a la propiedad, 

caracterizado por el apoderamiento o sustracción de una 
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cosa mueble de ajena pertenencia con el ánimo de 

enriquecerse, de lucrar, utilizando para la comisión del acto 

delictivo el uso de la violencia o la intimidación de la víctima 

o la fuerza sobre los bienes para lograr su propósito, 

atributos que lo diferencian del hurto. 

Los elementos constitutivos del delito de robo son: existencia 

de la tipificación, que se produzca sobre cosa ajena, empleo 

de la fuerza en las cosas, que exista violencia en las 

personas y que exista el ánimo de apropiarse de ella con la 

finalidad de señor y dueño. 

La imputación es la atribución de hechos que deben guardar 

relevancia jurídica, en la cual no deben faltar las categorías 

fundamentales del delito para que se pueda definir la 

responsabilidad penal a través de un juicio. 

las falencias comunicativas en la imputación, como la falta 

de precisión, claridad u omisión de los enunciados fácticos 

que la componen, ocasionan que en muchos casos los actos 

ilícitos no sean debidamente imputados, lo que puede dar 

lugar a que un robo se convierta en delito de hurto de menor 

cuantía penal. Reynaldi, 2017. “improcedencia de acción por 

falta de imputación concreta”. 

 

• Pena Privativa de Libertad. 

En la actualidad y pese a existir un Código de Ejecución 

Penal inspirado en la idoneidad del tratamiento y el 

humanismo, la pena privativa de libertad se ejecuta en 

ambientes donde reinan la anarquía, la promiscuidad, la 

explotación, la enfermedad y el hambre. Realidad tan cruel 

que convierte en sádica ironía las aspiraciones de 

reinserción social proclamadas en la Constitución, y en el 

Código de Ejecución Penal”. (Prado, 1993, p. 54). 

 

• Motivación de la Resoluciones Judiciales. 
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La Resolución Jurisdiccional (sentencia), ha de componerse 

de dos operaciones, la primera se concentra en determinar 

el “hecho probado” y una vez conocido el hecho, se ocupa 

de la labor de subsunción de dicho hecho en algún precepto 

legal; entre ambos juicios de valor, debe subyacer una 

secuencia lógica-jurídica, a fin de configurar el silogismo 

jurídico –como producto del raciocinio intelectivo-, del 

juzgador que se plasma en la sentencia. Sólo así se puede 

garantizar el derecho fundamental de las partes, que se 

satisface, cuando conoce las causas de por qué la 

resolución no amparó su pretensión, más no cuando de 

forma imprecisa y, poco razonada éstas se deniegan, tanto 

en los que respecta a decisiones que el juzgador haya de 

adoptar de oficio, como aquellas que obedecen a solicitud 

de una de las partes (principio de rogación), en el caso del 

Proceso Penal; “(…) se convierte así en una garantía de 

justiciable mediante la cual, sin perjuicio de la libertad del 

juez en la interpretación de las normas, se puede 

comprobar que la solución dada al caso concreto es 

consecuencia de una exégesis racional del ordenamiento y 

no fruto de la arbitrariedad. (Peña, 2011, pp.261-262). 

 

• Concurso Real de Delitos. 

El agente en el concurso real de delitos debe ser objeto 

de enjuiciamiento en un mismo proceso penal -

enjuiciamiento conjunto-, lo que, por consiguiente, da 

lugar a una imputación acumulada al agente de 

todos los delitos perpetrados en un determinado 

espacio de tiempo. La comisión de varios delitos en 

concurso real crea los presupuestos de su 

enjuiciamiento simultáneo en función a la conexidad 
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material existente entre ellos. [GARCÍA CAVERO, PERCY 

- 2013, página 655]. 

 

En la imposición de la pena concreta para esta 

modalidad especial de concurso real la doctrina exige 

que se fije como criterio rector que el autor no debe 

resultar con una pena concreta final y total, luego de sus 

sucesivos juzgamientos y condenas, que sea más 

severa que aquella que se le habría aplicado si hubiese 

sido juzgado simultáneamente, en un sólo proceso, por 

todos los delitos que cometió y que dieron lugar al 

concurso real [HURTADO POZO, JOSÉ: Manual de 

Derecho Penal. Parte General I, 3era edición, Editorial 

Grijley, Lima, 2012, Página 942, numeral 2422]. 

 

 

3.3 Jurisprudencia 

 

• Robo Agravado: Determinación de la Pena en 

Conclusión Anticipada. (R. N. 2282-2014, LIMA) 

3.10. Para imponer las penas a los procesados Ramos 

Llerena y Hernández Araujo, se consideró que se 

acogieron a la conclusión anticipada del juzgamiento y 

que eran agentes primarios, por ello, las dimensiones 

fueron establecidas por debajo del mínimo legal para el 

delito en cuestión; sin embargo, los recurrentes no 

confesaron los hechos de manera uniforme, sino que 

trataron de evadir su responsabilidad, culpándose uno 

al otro respecto de quién fue la idea de perpetrar el robo; 

entonces, por la forma como se llevó a cabo el robo 
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agravado en grado de tentativa, en que además se privó 

de libertad al vigilante del centro comercial, se aprecian 

motivos fundados para imponerles las sanciones de 

diez y ocho años de privación de libertad, 

respectivamente; por lo que debe confirmarse la 

recurrida en todos sus extremos. 

Conclusión anticipada del juicio oral. La conclusión 

anticipada del juicio oral tiene como aspecto sustancial 

la institución de la conformidad, donde la finalidad es la 

pronta culminación del proceso; por ello, no se necesita 

de actividad probatoria, porque la conformidad excluye 

toda tarea para llegar a la libre convicción sobre los 

hechos. 

 

• Concurso Aparente entre los delitos de Robo a Mano 

Armada y Tenencia Ilegal de Armas, (R.N. 1694-2012, 

Huancavelica). 

Sexto: Que, en cuanto a los fundamentos del Procurador 

Público, respecto al delito de tenencia ilegal de armas, 

este Supremo Tribunal comparte la decisión de la Sala 

Superior de no haber mérito para pasar a juicio oral 

contra Urbano Chuchón Vilca, Andrés Yaure Olarte y 

César Wilfredo Páucar Contreras por el delito de 

tenencia ilegal de armas de fuego, puesto que el hecho 

incriminado a los citados sentenciados se subsume al 

tipo penal de robo con la agravante de mano armada, no 

siendo posible considerar esta circunstancia agravante 

como delito independiente de tenencia ilegal de armas, 

existe un concurso aparente que configura en sí mismo, 

el tipo penal de robo agravado. Siendo ello así, lo 
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resuelto por el Superior Colegiado en este extremo se 

encuentra conforme a ley. 

 

• Recurso de Nulidad N° 2269-2019 - PUNO, Robo 

Agravado: Plazo prescriptorio se reduce a la mitad si el 

agente tenia menos de 21 años.  

De lo expuesto, se colige que, en el presente caso, la acción 

penal prescribió el cinco de junio de dos mil veinte; es decir, 

quince años después desde la supuesta comisión del delito 

(cinco de junio de dos mil cinco). Y es que al plazo ordinario 

de prescripción del delito de robo agravado (la pena máxima 

prevista en el artículo 189 del Código Penal es de veinte 

años) se le suma la mitad por la intervención del Ministerio 

Público, al imputar de modo válido una supuesta 

responsabilidad penal (el plazo extraordinario de 

prescripción de la acción penal es de treinta años, conforme 

con el artículo 83 del Código Penal y a la Casación 347-

2011-Lima). 

 

A este plazo se le reduce la mitad (quince años), de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 81 del Código Penal, ya que 

el encausado tuvo, al momento de los hechos, diecinueve 

años de edad, conforme se desprende de su acta de 

nacimiento, antes acotada. De esta forma, la edad del 

“agente” y el paso del tiempo influyen en la determinación de 

la necesidad de persecución del Estado. Por lo que 

corresponde declarar de oficio la acción penal contra el 

recurrente, por el delito imputado en el presente caso. 

 

• ¿Se debe inaplicar el sistema de tercios para fijar pena 

en el delito de Robo Agravado? (R.N.  114-2019, Lima – 

Este). 

https://lpderecho.pe/codigo-penal-peruano-actualizado/
https://lpderecho.pe/codigo-penal-peruano-actualizado/
https://lpderecho.pe/doctrina-jurisprudencial-no-imputacion-concreta-no-interrumpe-prescripcion-accion-penal-casacion-347-2011-lima/
https://lpderecho.pe/doctrina-jurisprudencial-no-imputacion-concreta-no-interrumpe-prescripcion-accion-penal-casacion-347-2011-lima/
https://lpderecho.pe/codigo-penal-peruano-actualizado/
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Fundamentos destacados. - 5.7. Por su parte, el fiscal 

sostuvo en su recurso de nulidad que el ad quem no motivó 

–más allá de la responsabilidad restringida del impugnante– 

por qué redujo la pena del tipo imputado de su extremo 

mínimo –veinte años– a catorce años. Es decir, por qué no 

justificó la reducción de la pena en más de un tercio por 

debajo del mínimo legal del delito de robo agravado. 

5.8. Preliminarmente, debe indicarse que el artículo 45-A del 

Código Penal no expresa una aplicación diferenciada entre 

los delitos base y los agravados. Por ello, no se advierte 

justificación para inaplicar el sistema de tercios para el delito 

de robo agravado. 

5.9. Esta posición no es uniforme: […] Finalmente, otra 

distorsión práctica reiterada radica en aplicar el esquema 

operativo diseñado en el artículo 45-A (“de los tercios”), y 

que opera exclusivamente para determinar la pena en delitos 

que carecen de circunstancias específicas reguladas en la 

Parte Especial, en hechos punibles que como el robo 

cuentan con catálogos de circunstancias agravantes 

específicas (artículo 189) las que tienen un esquema 

operativo de determinación de la pena distinto al del artículo 

45-A y preexiste en él [las negritas son nuestras]. 

Sin embargo, la justificación de la aplicación de los tercios 

en el delito de robo agravado viene dada por la necesidad 

de aplicar ya sean causales de disminución de punibilidad –

precisadas en el fundamento undécimo de la Casación 

número 66-2017/Junín: tentativa (artículo 16 del Código 

Penal), responsabilidad restringida por la edad (artículo 22 

del Código Penal), eximentes imperfectas de 

responsabilidad penal (artículo 20 del Código Penal), error 

de prohibición vencible (artículo 14 del Código Penal), error 

de prohibición culturalmente condicionado vencible (artículo 

15 del Código Penal) y complicidad secundaria (artículo 25 

del Código Penal)–, circunstancias atenuantes o 
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bonificaciones procesales sobre un quantum punitivo 

específico. 

5.10. En ese sentido, la aplicación de los tercios al delito de 

robo agravado permite dividir la pena legalmente conminada 

–de veinte a treinta años– en tres espacios punitivos que 

posibilitan reducir la discrecionalidad del juez al momento de 

individualizar la sanción. 

5.11. Así, i) el tercio inferior fluctúa entre los veinte años a 

veintitrés años y cuatro meses; ii) el tercio medio fluctúa 

entre la pena máxima del tercio inferior y veintiséis años con 

ocho meses, y iii) el tercio superior fluctúa entre el máximo 

del tercio medio y treinta años. 

 

• Responsabilidad restringida, Corte Suprema vuelve a 

inaplicar prohibición del Art. 22, segundo párrafo del 

C.P. (CASACION 668-2016, ICA) 

Fundamentos destacados. - 7.3. En el segundo párrafo, 

del artículo 22, del Código Penal, encontramos restricciones 

relacionadas a modalidades delictivas que se 

encuentran vinculadas a la antijuricidad de la conducta, ello 

debido a que se toma en cuenta la gravedad y afectación a 

diversos bienes jurídicos; por lo tanto, dicha regulación no se 

condice con la naturaleza del primer párrafo de la norma y 

su aplicación puede llegar a afectar derechos 

constitucionales como el de igualdad ante la ley –numeral 2, 

del artículo 2, de la Constitución Política del Estado– al 

presentarse supuestos de discriminación entre 

personas mayores de dieciocho y menores de veintiún años 

o mayores de sesenta y cinco años que cometan un delito 

no excluido, y a las cuales se les aplicará la disminución de 

la pena; y personas que también se encuentren en 

ese rango de edad pero perpetren alguno de los delitos que 

señala la norma, y a los cuales no sería posible aplicar tal 

reducción. 

https://lpderecho.pe/codigo-penal-peruano-actualizado/
https://lpderecho.pe/constitucion-politica-peru-actualizada/
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7.5. Siendo así, es posible afirmar que la aplicación del 

segundo párrafo, del artículo 22, del Código Penal, tiene 

como resultado un tratamiento que no resulta razonable 

porque se justifica en circunstancias relacionadas a la 

gravedad del hecho, relevancia social y forma de ataque al 

bien jurídico vulnerado (antijuricidad), cuando la reducción 

de la pena que ha previsto la norma se vincula con factores 

individuales concretos del agente, como el grado de 

madurez o de disminución de las actividades vitales de una 

persona en razón de su edad (culpabilidad). 

 

• Coautoría en el delito de Robo Agravado, ¿El conductor 

del vehículo responde a título de coautor o cómplice 

secundario? (R.N. 2515-2016, Junín) 

El recurrente señala que su grado de intervención es de 

cómplice secundario, porque no participó en el hecho de la 

sustracción. La complicidad secundaria podemos definirla 

como la persona que realiza cualquier contribución que no 

sea esencial para la comisión del delito (Casación 367-2011-

Lambayeque). El marco de imputación aceptado por el 

impugnante en la sentencia de conformidad, es que los 

agraviados fueron interceptados por Robinson Jhon Tocas 

Ayre y Hugo Meléndez Armes Damas, quienes tuvieron 

como rol la intervención de los agraviados mediante el uso 

de arma blanca. El sentenciado Jean Kelvin Tocas Ayre, 

cumplió el rol de “campana”. Y, el impugnante era quien 

esperaba en el vehículo para luego de cometido el delito, 

como en efecto sucedió. El título de participación fue 

considerado como coautor. 

Es así que, el título de participación de coautoría, desde su 

aspecto objetivo exige que exista codominio del hecho y 

desde el aspecto subjetivo, hay una decisión conjunta que 

no permita descomponer el cuadro fáctico, a fin de realizar 

atribuciones delictivas autónomas y separadas de cada 

https://lpderecho.pe/codigo-penal-peruano-actualizado/
https://lpderecho.pe/sobre-las-diferencias-entre-complicidad-primaria-y-secundaria-casacion-367-2011-lambayeque-por-mercedes-herrera-guerrero/#:~:text=En%20la%20Casaci%C3%B3n%20367%2D2011,constituye%20o%20no%20un%20riesgo
https://lpderecho.pe/sobre-las-diferencias-entre-complicidad-primaria-y-secundaria-casacion-367-2011-lambayeque-por-mercedes-herrera-guerrero/#:~:text=En%20la%20Casaci%C3%B3n%20367%2D2011,constituye%20o%20no%20un%20riesgo
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agente que participó en el delito. Rige, en lo particular, el 

PRINCIPIO DE IMPUTACIÓN RECÍPROCA “todo lo que 

haga cada uno de los coautores es imputable (es extensible) 

a todos los demás. Solo así puede considerarse a cada autor 

como autor de la totalidad, contrastándose un “mutuo 

acuerdo”, que convierte en partes de un plan global unitario, 

las distintas contribuciones”. 

Sobre base de ello, es claro que en el presente caso, existió 

reparto de roles siendo que la conducción del vehículo por 

el recurrente para la huida, era la función que tenía frente al 

delito, por lo que no puede descomponerse el cuadro fáctico 

y dejar de lado la contribución que tuvieron los otros 

coautores de cara al éxito del delito. Por ello, el título de 

participación del impugnante es coautor y el recurrente 

aceptó en esos términos el cuadro fáctico formulado por el 

Ministerio Público. Siendo ello así, no es posible la reducción 

de la pena impuesta en la sentencia impugnada. 

 

• Confesión Sincera en la Jurisprudencia de la Corte 

Suprema de Justicia en la Republica. (R.N. - 2017-11) 

La confesión es una figura jurídica regulada en el artículo 

160° del Código Procesal penal de 2004 como uno de los 

más importantes medios de prueba, la misma que consiste 

en el reconocimiento sincero y espontáneo de los hechos 

imputados por parte de la persona que se encuentra siendo 

investigada como autor o partícipe de un ilícito penal. Para 

que sea válida la confesión, y eficaz, requiere que sea 

confirmado con el resto de elementos de convicción 

actuados válidamente en el proceso penal instaurado en 

contra del imputado. Esta figura jurídica, en el sistema 

procesal inquisitivo fue considerada prueba plena, en la 

actualidad sólo es un medio de prueba más, pero no 

cualquiera, su importancia radica en el plus de certeza para 

sustentar una sentencia condenatoria. La confesión puede 
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ser entendida como la declaración que en contra de sí 

mismo realiza el imputado, reconociéndose responsable del 

delito y de las demás circunstancias que son materia de 

investigación y proceso penal. El procesado admite haber 

cometido una conducta penalmente típica, reconoce de 

manera libre y voluntaria ante la autoridad competente, su 

participación en el hecho que funda la pretensión represiva 

del Ministerio Público ya deducida en su contra. 

(https://repositorio.autonoma.edu.pe/handle/20.500.13067/4

09). 

 

• Disminución de la pena y reglas de reducción por 

bonificación procesal (Confesión Sincera) (R.N. 670-

2018, cusco). 

La confesión sincera es irrelevante punitivamente no solo 

cuando no sea espontanea e inmediata, sino también 

cuando se capturo al imputado en flagrancia o cuasi 

flagrancia o cuando los elementos probatorios de cargo, con 

independencia de la confesión, sean definitivos y suficientes 

para enervar la presunción constitucional de inocencia. 

El fundamento de la regla de confesión sincera es de 

carácter político-criminal. Busca facilitar la investigación, 

disminuir el tiempo del proceso y reducir costos, a partir de 

una plena aceptación de cargos, que se corresponda con la 

realidad de lo ocurrido. De suerte que las aceptaciones 

tardías, contradictorias, parciales o prestadas ante un 

cúmulo de prueba de cargo ya obtenidas, 

independientemente de la confesión, carece de efectos 

favorables desde la punibilidad. (ponente: Cesar San Martín 

Castro, 25NOV19). 

 

• COAUTORIA, Basta el dominio Funcional del hecho y no 

que los Coautores realicen todas y cada una de las 

acciones Típicas. (R.N.  3038-2012, La Libertad) 

https://repositorio.autonoma.edu.pe/handle/20.500.13067/409
https://repositorio.autonoma.edu.pe/handle/20.500.13067/409
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Que el imputado V. A., en sede policial y sumarial negó los 

cargos. Empero, en sede plenarial aceptó su 

responsabilidad penal y civil, y se acogió a la conformidad 

procesal. Si bien el abogado defensor al aceptar la 

conformidad de su patrocinado -acta de fojas seiscientos 

cuarenta y siete- refirió que “…han sido tres procesados y no 

se sabe con certeza quién fue el autor…», tal alegación no 

es relevante para anular la conformidad procesal porque aún 

cuando fuera así en la coautoría no se requiere que uno de 

los coautores realice todas y cada una de las acciones 

típicas específicas, esto es, dispare y mate o hiera a la 

víctima, basta el dominio funcional del hecho, su aporte 

personal al resultado típico y estar en el entendimiento 

común de perpetrar el delito, que fue lo que ha ocurrido en 

el caso de autos, a tenor de la acusación fiscal. Cabe 

destacar que se trató de tres delitos perpetrados 

grupalmente por integrantes de una pandilla de jóvenes 

delincuentes y, por tanto, que existió un dolo común de 

atacar y matar o lesionar gravemente a las víctimas, 

aprovechándose del factor sorpresa y del número de 

atacantes, que no dieron oportunidad a las víctimas de 

defenderse o ponerse a buen recaudo. Ponente San Martin 

Castro. 

 

• Reducción de Pena al imputado porque se encontraba 

en estado de ebriedad Relativa (R.N. 1117-2018, LIMA). 

Criterios de determinación de la pena. Desde la medición 

judicial de la pena, es de tener presente que el imputado es 

sujeto de responsabilidad restringida. Esta causal de 

disminución de la punibilidad debe aplicarse e importa 

siempre una pena por debajo del mínimo legal. El encausado 

se encontraba relativamente embriagado y se sometió a la 

conformidad procesal, lo que importa una disminución de la 

pena concreta en un séptimo. No concurrió confesión 
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sincera porque trató de huir y su vinculación delictiva fluye 

de lo expuesto por quienes lo invitaron, por lo que su 

conducta procesal no determinó un aligeramiento del 

procedimiento de investigación. 

 

    

4. DISCUSIÓN. 

 

a) La conducta, siendo definida como todo comportamiento humano 

que se manifiesta externamente (iter criminis), que normalmente 

produce un evento o resultado relevante para el derecho penal, 

unidos ambos (conducta y resultado) por un vínculo de causalidad. 

En el caso en autos se materializó cuando los coprocesados Marco 

Antonio COAQUIRA SONCO y Cristopher Leoncio MILLA VARGAS, 

se dispusieron en realizar el ilícito, ideando y deliberando cometer 

el delito de robo, a efectos de conseguir dinero, refieren, para 

continuar bebiendo licor; es así que deciden (resolución criminal) ir 

al Puente Grau con su vehículo y simulando realizar el servicio de 

Taxi – colectivo, captaron al agraviado Franklin BORDA CRUZ, 

llevándole a un lugar desolado (actos ejecutivos), y allí le despojaron 

con violencia y amenaza sus pertenencias, huyendo del lugar de los 

hechos, logrando así, disponibilidad potencial de tales bienes 

(Agotamiento), consumándose el delito investigado. 

 

b) La conducta es Típica, cuando tal (acción u omisión) se encuentra 

tipificada en el ordenamiento jurídico penal para ser relevante en su 

órbita, (debe encuadrarse en un tipo Penal); siendo en el caso en 

particular conducta de los acusados se adecua, objetiva y 

subjetivamente al tipo penal del delito contra el patrimonio, en la 

modalidad de ROBO AGRAVADO, previsto y sancionado en el Art. 

18, concordado con el Art. 189, primer párrafo, incisos 2,4 y 5 del 

Código Penal. toda vez que fueron intervenidos por personal de 

serenazgo y policial, en circunstancias de haber sido sorprendidos 

en flagrancia, cuando con violencia despojaban de sus 
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pertenencias a un joven de sexo masculino (agraviado), a bordo de 

un vehículo tico color amarillo, y al percatarse de haber sido 

sorprendidos emprendieron su huida, arrojando al agraviado al 

pavimento; indicándose así una persecución, que finalizo con la 

captura de los procesados y dos varones (“Carlin” y “loco Manuel”) 

más que lograron huir. Ante tal situación y encontrándose la ilícita 

conducta de los intervenidos advertida, personal PNP en base a 

sus facultades procede a su DETENCIÓN. 

 

c) La conducta es Antijuridica, conforme al Art. 20 del Código Penal, 

la conducta típica de los coprocesados carece de la existencia de 

alguna causa de justificación que convierta su accionar en una 

conducta lícita (no antijuridica), ello a merito que los mismos, 

tuvieron la libre determinación de vulnerar el bien jurídico de 

patrimonio del agraviado, sin tener una necesidad justificante; por lo 

tanto queda plenamente establecido que su conducta fue 

Antijuridica. 

 

d) La conducta es Culpable, al existir la posibilidad de reprochar 

penalmente al autor de un acto u omisión típico y antijurídico su 

comisión, asimismo no media ninguna  causa de exculpación 

reguladas en el art. 20, inc. 1,2,3,4,6 y 7 del código penal; en la 

presente causa, la conducta imputada es reprochable, pues los 

imputados pudieron actuar de manera distinta, vale decir, sin afectar 

bienes jurídicos, y sin mediar justificación alguna, son plenamente 

imputables, por los cual es aplicable el ius puniendi. 

 

e) En el presente caso los procesados tienen la calificación de 

Coautores del delito de Robo Agravado, puesto que, en la ejecución 

de tal ilícito, lo cometieron conjuntamente, teniendo una decisión 

común, orientada al resultado (robar), un aporte esencial realizado 

por cada uno, Donde Marco Antonio COAQUIRA SONCO conducía 

el vehículo Tico bajo la simulación de ser un Taxi colectivo y captar 

al agraviado, y Cristopher Leoncio MILLA VARGAS, según lo vertido 

https://www.dexiaabogados.com/blog/comision-por-omision/
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en su declaración, concordado con la declaración del agraviado, 

desde el asiento delantero del vehículo estiro su cuerpo para 

despojar de sus pertenecías al agraviado que se encontraba en la 

parte posterior, por lo cual tomaron parte en la fase de ejecución 

desplegando un dominio parcial del acontecer. 

 

f) Con respecto a la Pena Aplicada, consideramos que no fue la 

correcta, toda vez que  nos encontramos frente al delito de Robo 

Agravado consumado, que por su propia naturaleza pluriofensiva es 

de amplia trascendencia y repercusión social, por lo que NO puede 

argumentarse que no se ha afectado gravemente ninguno de los 

bienes jurídicos, (Lesividad), como se valora en el considerando 

3.5, de la Sentencia de Primera Instancia (folios 331),  por cuanto, 

el tipo penal del presente caso no exige una grave afectación de los 

bienes jurídicos, integridad física o patrimonio para su configuración 

y consumación, entonces porque se discriminaría donde la ley no lo 

hace, siendo que inclusive el propio tipo penal de Robo Agravado 

prevé una agravante específica y penas mucho más graves cuando 

se causa una lesión grave o la muerte de la víctima, circunstancias 

que no concurren en nuestro caso específico, es así que con tal 

posición y reducción de pena dispuesta por el juez penal, se estaría 

afectando el principio de legalidad respecto a la pena conminada 

para el delito. 

 

g) La Reparación Civil, comprende dos aspectos de indemnización de 

los daños y perjuicios ocasionados y la restitución del bien o el pago 

de su valor, tal como lo prevé el Art. 93 del Código Penal. en el caso 

en autos los agraviados no se constituyeron en actores civiles, por 

consiguiente, el Ministerio Publico, haciendo uso de la legitima 

extraordinaria que la ley le otorga postulo la pretensión civil por la 

suma de tres mil nuevos soles, por daño moral y físico. Del cual 

nos mostramos de acuerdo. 
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5. CONCLUSIONES 

 

• Dando respuesta a la pregunta del Eje Principal, como primera 

conclusión, sobre si ¿los coprocesados Marco Antonio COAQUIRA 

SONCO y Cristopher Leoncio MILLA VARGAS, cometieron el delito 

de Robo Agravado, en agravio de Franklin BORDA CRUZ?, La 

respuesta es SI, ya que tomando en cuenta la conceptualización de 

Delito (conducta típica, antijurídica y culpable), podemos ver que la 

conducta  imputada de los procesados se subsume perfectamente 

en el tipo penal que acusa el M.P. como DELITO CONTRA EL 

PATRIMONIO, En la modalidad de ROBO AGRAVADO, previsto y 

sancionado en el Art. 18, concordado con el Art. 189, primer párrafo, 

incisos 2,4 y 5 del Código Penal. 

Asimismo, habiendo estudiado el caso de forma analítica y critica, 

consideramos que se dieron todos los presupuestos requeridos 

para configurar el tipo penal ya señalado anteriormente, aunado a 

ello, los procesados en juicio Oral reconocieron voluntariamente los 

cargos imputados, acogiéndose a la figura procesal de 

Terminación Anticipada. 

 

• Respecto a la Sentencia de Primera instancia, nos mostramos DE 

ACUERDO, en el extremo de aprobar la conformidad parcial, de 

acuerdos celebrados entre los acusados y el Ministerio Publico, 

respecto a la Responsabilidad Penal y el Extremo Civil; de igual 

manera, con la calificación de COAUTORES, de la comisión del 

delito CONTRA EL PATRIMONIO, En la modalidad de ROBO 

AGRAVADO, imponiéndoseles una pena privativa de libertad, en 

forma efectiva y una reparación civil.   

NO CONCORDAMOS con el punto QUINTO de la sentencia, que 

Absuelve a Marco Antonio COAQUIRA SONCO de la calificación 

jurídica por el delito de Peligro Común en la modalidad de 

CONDUCCIÓN DE VEHICULO EN ESTADO DE EBRIEDAD; 

Siendo que el juez Penal fue del criterio de NO considerarlo como 

un delito independiente a la comisión del delito de Robo Agravado, 
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fundándose en que en la misma acusación fiscal se está utilizando 

como agravante el uso de medio locomotor, vehículo motorizado y 

por otro lado se está invocando el estado de ebriedad como una 

eximente incompleta por estado de ebriedad, lo cual a criterio del 

colegiado implica una renuncia tácita por el titular de la acción penal 

al principio Actio Libera in Causa, por ello en virtud al principio de 

favorabilidad, constituye el supuesto de un concurso aparente de 

delitos y por lo tanto la conducta se ve subsumida dentro del delito 

de Robo Agravado. Absolviendo de esta forma a Marco Antonio 

COAQUIRA SONCO de la calificación jurídica por el delito de 

Conducción de Vehículo en Estado de Ebriedad – Peligro Común. 

Ante tal decisión y previo análisis consideramos 

EXTERNAMENTE la existencia de un ERROR; Ello al señalar la 

existencia del Concurso Aparente entre el delito de Conducción de 

Vehículo en Estado de Ebriedad y el Robo Agravado; basamos 

nuestra postura en los siguientes postulados: 1) el delito de 

conducción en estado de ebriedad, se consumo con anterioridad al 

robo, puesto que se desprende de la declaración del imputado su 

disposición libre y determinada de beber alcohol a bordo de su 

vehículo Tico, luego se desplazó al lugar de los hechos, siendo 

previsible que en ese estado cometiese un hecho punible. Acción 

libre en su causa (ACTIO LIBERA IN CAUSA). 2) a folios 194, obra 

el Informe Nro. 211-2016-DIRSAN-PNP/REGSAL-

ARE/DIVREMED-DDEE del 21OCT16, en que se realiza un examen 

retrospectivo del dosaje etílico Nro. 0030-010109, de Marco Antonio 

COAQUIRA SONCO, el que presenta una alcoholemia teórica de 

2.11 g/l de alcohol en la sangre al momento de los hechos; lo cual 

si lo comparamos con la tabla de alcoholemia reconocida por la ley 

27753, el imputado se encontraría dentro del margen de “ebriedad 

absoluta”, mas NO en el cuarto periodo de “Grave Alteración de 

la Conciencia”, por  lo cual se estaría desvirtuando la eximente de 

responsabilidad Penal por grave alteración de la conciencia – 

estado de ebriedad, que valoro el juez penal en el considerando 3.3. 

de su sentencia, para desestimar el delito en análisis (folio 328). 3) 
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el bien jurídico del delito de Conducción de Vehículo en estado de 

Ebriedad, es la seguridad vial de la colectividad – la sociedad, por 

tanto, es un ilícito de peligro y de mera actividad, y en el caso en 

concreto se consumo independientemente con anterioridad al robo, 

por lo tanto, no existe la posibilidad de un Concurso Aparente de 

delitos. 4) el imputado ha sido plenamente identificado como 

conductor del vehículo V5H-649, por lo que se encontraba 

manejando dicho vehículo con presencia de alcohol en la sangre en 

proporción mayor a la tolerada por la ley. Ante tal evaluación, 

proponemos la calificación del delito de Robo Agravado y 

Conducción de Vehículo en Estado de Ebriedad en Concurso Real 

de Delitos, en consecuencia, se imponga una Pena superior a la 

establecida.  

 

En cuanto a la Lesividad, nos encontramos frente al delito de Robo 

Agravado consumado, que por su propia naturaleza pluriofensiva es 

de amplia trascendencia y repercusión social, por lo que NO puede 

argumentarse que no se ha afectado gravemente ninguno de los 

bienes jurídicos, como se valora en el considerando 3.5, de la 

Sentencia de Primera Instancia (folios 331),  por cuanto, el tipo 

penal del presente caso no exige una grave afectación de los bienes 

jurídicos, integridad física o patrimonio para su configuración y 

consumación, entonces porque se discriminaría donde la ley no lo 

hace, siendo que inclusive el propio tipo penal de Robo Agravado 

prevé una agravante específica y penas mucho más graves cuando 

se causa una lesión grave o la muerte de la víctima, circunstancias 

que no concurren en nuestro caso específico, es así que con tal 

posición y reducción de pena dispuesta por el juez penal, se estaría 

afectando el principio de legalidad respecto a la pena conminada 

para el delito. 

 

• Ante la Sentencia de Vista Nro. 088-2017, de la Segunda Sala Penal 

de Apelaciones, de la Corte Superior, consideramos un mejor 

desglose de los puntos controvertidos entre los recursos de 
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Apelación de los procesados y el Ministerio Publico; No hubo mas 

que agregar, respecto de la Conformidad de los acusados por los 

hechos y cargos; empero si se pronunció de manera acertada, en 

aclarar la determinación de la PENA, dados los agravios 

denunciados; NO amparó el razonamiento empleado por el juez de 

primera instancia, para la reducción adicional por criterio de 

proporcionalidad, en cuanto a la Lesividad y naturaleza pluriofensiva 

del delito de Robo Agravado Consumado. Asimismo, los señores 

magistrados del Colegiado Superior precisaron la subdivisión del 

espacio punitivo en ocho partes o tramos, por tratarse de delito 

agravado de Robo, estableciendo la pena concreta en seis años de 

pena privativa de libertad, amparando con el ello el recurso de 

Apelación interpuesto por el Ministerio Publico. 

   

• Por último, nos mostramos de Acuerdo, con la decisión de la Corte 

Suprema al declarar INADMISIBLE el Recurso de Casación, 

interpuesto por el Sentenciado Marco Antonio COAQUIRA SONCO. 

Fundando su posición en que el recurso de CASACIÓN, NO ES 

UNA NUEVA INSTANCIA, para que las partes pretendan la 

disminución de la pena; toda vez que la recurrente tenía como 

pretensión acceder a una nueva determinación de la Pena e 

imponer la sanción de “tres años”. Siendo de criterio el Ponente de 

la Corte, que el procesado ha resultado beneficiado por la 

interpretación efectuada en el Juzgamiento. 

 

 

B.   HECHOS DE FORMA. 

1.   IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES 

 

1.1 Investigación Preliminar 

Ninguna. 

 

1.2 Etapa de la Investigación Preparatoria 
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• Podemos destacar, el hecho que mediante Disposición Nro. 

02-2016, de fecha 25NOV2016, la fiscal responsable Bertha 

FERRARI VADERRAMA, DISPONE: Ampliar la investigación 

preparatoria en contra de Marco Antonio COAQUIRA SONCO, 

por la presunta comisión del delito de Peligro Común, en la 

modalidad de Conducción de Vehículo en Estado de Ebriedad.  

 

• Asimismo, a folios 257, se tiene el escrito presentado por el 

Ministerio Publico, ante el Juzgado de Investigación 

Preparatoria, a fin de solicitar se reprograme la audiencia de 

control de acusación en la fecha más próxima, toda vez que 

los procesados se encontraban con medida coercitiva de 

Prisión Preventiva, la misma que llegaba a su término antes 

de la fecha señalada por el Juzgado Penal. Cabe señalar que, 

en el mismo recurso, se hace de conocimiento que el señor 

secigrista asignado al despacho fiscal, José Del Carpio, el día 

30ENE17, se entrevistó con el especialista legal Juan Luque 

Recharte a fin de indicarle de la presentación de un escrito 

para la reprogramación de audiencia, en razón de que existen 

dos imputados con prisión preventiva, a lo que dicho 

especialista le indico que en el presente expediente NO 

EXISTE NINGÚN CUADERNO DE PRISIÓN PREVENTIVA. 

Gravísima falta que nosotros consideramos como hecho 

atípico.  

 

• Luego del análisis del problema relatado en el acápite anterior, 

se reveló que el especialista Juan LUQUE RECHARTE, NO 

REGISTRO el cuaderno de prisión preventiva en el trámite del 

Expediente Judicial 6946-2016, y por dicho motivo no figuraba 

en el sistema del Poder Judicial, notándose este error CINCO 

MESES después de que dicha medida coercitiva sea dictada 

en Audiencia. Subsanándose en el día, mediante Res. Nro. 2, 

por el Juzgado, señalando que la tramitación se llevó a cabo 

sobre el Expediente Nro. 6636-2016-0 (distinto al nuestro), con 
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diferente especialista de causas, justificando tal proceder por 

la “distribución aleatoria” de mesa de partes del Módulo 

Penal.  

 

1.3 Etapa Intermedia 

Ninguna. 

 

1.4 Etapa de Juzgamiento 

Ninguna. 

 

1.5 Etapa de Impugnación 

Ninguna. 

 

 

2.     PROBLEMAS 

2.1.  Problema Principal o Eje 

¿El proceso instaurado contra los coautores Marco Antonio 

COAQUIRA SONCO y Cristopher Leoncio MILLA VARGAS, 

se desarrolló conforme a las garantías preceptuadas en la 

Constitución Política del Perú y de acuerdo al código procesal 

penal 2004? 

 

2.2. Problema Colateral 

Ninguno. 

 

2.3. Problemas Secundarios 

a) ¿El procesado ejerció su derecho de defensa en el 

presente caso? 

b) ¿El fiscal y el Juez, cumplieron cabalmente su función 

durante el proceso? 

c) ¿Se observo el principio de la instancia plural? 

d) ¿se aplicó correctamente la confesión sincera? 
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3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO 

DEL CASO. 

 

3.1.   Normas Legales. 

 

 

3.1.1.   Constitución Política Del Perú 

• Artículo 1.- Defensa de la persona humana. La 

defensa de la persona humana y el respeto de su 

dignidad son el fin supremo de la sociedad y del 

Estado. 

• Artículo 2.- Derechos fundamentales de la 

persona. Toda persona tiene derecho: (…) 

o 1. A la vida, a su identidad, a su integridad moral, 

psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. 

El concebido es sujeto de derecho en todo cuanto 

le favorece. 

o 2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser 

discriminado por motivo de origen, raza, sexo, 

idioma, religión, opinión, condición económica o 

de cualquiera otra índole.(…) 

o 24. A la libertad y a la seguridad personales. En 

consecuencia: 

▪ b. No se permite forma alguna de restricción de la 

libertad personal, salvo en los casos previstos por 

la ley. Están prohibidas la esclavitud, la 

servidumbre y la trata de seres humanos en 

cualquiera de sus formas. (…) 

▪ d. Nadie será procesado ni condenado por acto u 

omisión que al tiempo de cometerse no esté 

previamente calificado en la ley, de manera 

expresa e inequívoca, como infracción punible; ni 

sancionado con pena no prevista en la ley. e. 

Toda persona es considerada inocente mientras 
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no se haya declarado judicialmente su 

responsabilidad. (…) 

• Artículo 139°. - Principio de Administración de 

Justicia son principios y derechos de la 

función jurisdiccional: 

o 3.- La observancia del debido proceso y la tutela 

jurisdiccional. 

o 5.- La motivación escrita de las resoluciones 

judiciales en todas las instancias, excepto los 

decretos de mero trámite, con mención expresa 

de la Ley y de los fundamentos de hecho en que 

se sustentan. 

o 6.- La pluralidad de instancias. 

o 14.- El principio de no ser privado del derecho de 

defensa en ningún estado del proceso… 

o 15.- El principio de que toda persona debe ser 

informada, inmediatamente y por escrito, de la 

causa o razones de su detención. 

o 20.- El principio del derecho de toda persona de 

formular análisis y críticas de las resoluciones y 

sentencias judiciales, con las limitaciones de ley. 

• Artículo 159.- Atribuciones del Ministerio 

Público. Corresponde al Ministerio Público: 

(…) 

o 4. Conducir desde su inicio la investigación del 

delito. Con tal propósito, la Policía Nacional está 

obligada a cumplir los mandatos del Ministerio 

Público en el ámbito de su función. 

o 5. Ejercitar la acción penal de oficio o a petición 

de parte 

 

3.1.2. Ley Orgánica Del Ministerio Público. 
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• Artículo 1.- Función.- El Ministerio Público es el 

organismo autónomo del Estado que tiene como 

funciones principales la defensa de la legalidad, los 

derechos ciudadanos y los intereses públicos, la 

representación de la sociedad en juicio, para los 

efectos de defender a la familia, a los menores e 

incapaces y el interés social, así como para velar por 

la moral pública; la persecución del delito y la 

reparación civil. También velará por la prevención del 

delito dentro de las limitaciones que resultan de la 

presente ley y por la independencia de los órganos 

judiciales y la recta administración de justicia y las 

demás que le señalan la Constitución Política del Perú 

y el ordenamiento jurídico de la Nación. 

• Artículo 5.- Lo antes dicho también es reconocido 

por la doctrina penal, que señala: “…la fiscalía es el 

órgano estatal competente para la persecución 

penal; es una autoridad de la justicia estructurada 

jerárquicamente, interviene siempre como un 

representante del Ministerio Público…”. 

• Artículo 09.- Intervención del Ministerio Público 

en etapa Policial.- El Ministerio Público, conforme al 

inciso 5 del Artículo 250 de la Constitución Política, 

vigila e interviene en la investigación del delito desde 

la etapa policial. Con ese objeto las Fuerzas 

Policiales realizan la investigación. El Ministerio 

Público interviene en ella orientándola en cuanto a 

las pruebas que sean menester actuar y la 

supervigila para que se cumplan las disposiciones 

legales pertinentes para el ejercicio oportuno de la 

acción penal. Igual función corresponde al Ministerio 

Público en las acciones policiales preventivas del 

delito. 
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• Artículo 11.- Titularidad de la Acción Penal del 

Ministerio Público.- El Ministerio Público es el titular 

de la acción penal pública, la que ejercita de oficio, a 

instancia de la parte agraviada o por acción popular, 

si se trata de delito de comisión inmediata o de 

aquéllos contra los cuales la ley la concede 

expresamente. 

• Artículo 14.- Carga de la Prueba.- Sobre el 

Ministerio Público recae la carga de la prueba en las 

acciones civiles, penales y tutelares que ejercite, así 

como en los casos de faltas disciplinarias que 

denuncie. Los jueces y demás funcionarios públicos, 

sin perjuicio de las atribuciones que al respecto les 

otorga la ley, citarán oportunamente, bajo 

responsabilidad, al Fiscal que actúe en el proceso de 

que conocen a sus diligencias fundamentales y a las 

de actuación de pruebas ofrecidas por cualquiera de 

las partes u ordenadas de oficio. También será 

notificado dicho Fiscal con las resoluciones que se 

expidan en el proceso, bajo pena de nulidad. 

• Artículo 92.- Atribuciones del Fiscal Superior en 

lo Penal.-Recibida que sea la instrucción, el Fiscal 

Superior en lo penal puede:  

1. Pedir su ampliación, si la estima incompleta o 

defectuosa. En estos casos señalará las pruebas 

omitidas o las diligencias que deben rehacerse o 

completarse en el plazo de ampliación; e instruirá 

específicamente al Fiscal Provincial en lo Penal. 

2. Pedir su archivamiento provisional, por no haberse 

descubierto al delincuente o no haberse comprobado 

la responsabilidad del inculpado. En estos casos 

instruirá al Fiscal Provincial en lo Penal para que 

amplíe la investigación policial que originó la 
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instrucción archivada provisionalmente, a fin de 

identificar y aprehender al responsable. 

3. Separar del proceso al Fiscal Provincial que participó 

en la investigación policial o en la instrucción si, a su 

juicio, actuó con dolo o culpa y designar al Fiscal 

titular o Adjunto que debe reemplazarlo. Como 

consecuencia de la separación que disponga, elevará 

de inmediato al Fiscal de la Nación su informe al 

respecto, con la documentación que considere útil. 

4. Formular acusación sustancial si las pruebas 

actuadas en la investigación policial y en la instrucción 

lo han llevado a la convicción de la imputabilidad del 

inculpado; o meramente formal, para que 

oportunamente se proceda al juzgamiento del 

procesado, si abrigase dudas razonables sobre su 

imputabilidad. En ambos casos la acusación escrita 

contendrá la apreciación de las pruebas actuadas, la 

relación ordenada de los hechos probados y de 

aquellos que, a su juicio, no lo hayan sido; la 

calificación del delito y la pena y la reparación civil que 

propone. 

En la acusación formal ofrecerá las pruebas que 

estime necesarias para establecer plenamente la 

responsabilidad del acusado y señalará el plazo en 

que se actuarán. 

Para este último efecto instruirá, independiente y 

detalladamente, al fiscal provincial que intervino en 

el proceso penal o al titular o al Adjunto que designe 

en su reemplazo, para la actuación de las pruebas 

en la investigación policial ampliatoria que se llevará 

a cabo en el plazo señalado, con la citación 

oportuna, bajo responsabilidad, del acusado y su 

defensor. Las pruebas así actuadas serán ratificadas 

en el acto del juzgamiento. 
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3.1.2.  Código Procesal Penal 2004. 

Título preliminar. 

Artículo I.- Justicia Penal 

1. La justicia penal es gratuita, salvo el pago de las costas 

procesales establecidas conforme a este Código. Se imparte 

con imparcialidad por los órganos jurisdiccionales 

competentes y en un plazo razonable. 

2. Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral, 

público y contradictorio, desarrollado conforme a las normas 

de este Código. 

3. Las partes intervendrán en el proceso con iguales 

posibilidades de ejercer las facultades y derechos previstos 

en la Constitución y en este Código. Los jueces preservarán 

el principio de igualdad procesal, debiendo allanar todos los 

obstáculos que impidan o dificulten su vigencia. 

4. Las resoluciones son recurribles, en los casos y en el 

modo previsto por la Ley. Las sentencias o autos que ponen 

fin a la instancia son susceptibles de recurso de apelación. 

5. El Estado garantiza la indemnización por los errores 

judiciales. 

Artículo II.- Presunción de inocencia 

1. Toda persona imputada de la comisión de un hecho 

punible es considerada inocente, y debe ser tratada como 

tal, mientras no se demuestre lo contrario y se haya 

declarado su responsabilidad mediante sentencia firme 

debidamente motivada. Para estos efectos, se requiere de 

una suficiente actividad probatoria de cargo, obtenida y 

actuada con las debidas garantías procesales. 
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En caso de duda sobre la responsabilidad penal debe 

resolverse a favor del imputado. 

2. Hasta antes de la sentencia firme, ningún funcionario o 

autoridad pública puede presentar a una persona como 

culpable o brindar información en tal sentido. 

Artículo IV.- Titular de la acción penal. 

1. El Ministerio Público es titular del ejercicio público de la 

acción penal en los delitos y tiene el deber de la carga de la 

prueba. Asume la conducción de la investigación desde su 

inicio, decidida y proactivamente en defensa de la sociedad. 

2. El Ministerio Público está obligado a actuar con 

objetividad, indagando los hechos constitutivos de delito, los 

que determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia 

del imputado. Con esta finalidad conduce y controla 

jurídicamente los actos de investigación que realiza la 

Policía Nacional. 

3. Los actos de investigación que practica el Ministerio 

Público o la Policía Nacional no tienen carácter 

jurisdiccional. Cuando fuera indispensable una decisión de 

esta naturaleza la requerirá del órgano jurisdiccional, 

motivando debidamente su petición. 

4. El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones debe 

tener en cuenta la organización administrativa y funcional de 

la Policía Nacional de conformidad con sus leyes y 

reglamentos. 

Artículo V.- Competencia judicial. 

1. Corresponde al órgano jurisdiccional la dirección de la 

etapa intermedia y, especialmente, del juzgamiento, así 
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como expedir las sentencias y demás resoluciones previstas 

en la Ley. 

2. Nadie puede ser sometido a pena o medida de seguridad 

sino por resolución del órgano jurisdiccional determinado por 

la Ley. 

Articulo VI. Legalidad de las medidas limitativas de 

derechos. 

Las medidas que limitan derechos fundamentales, salvo las 

excepciones previstas en la Constitución, sólo podrán 

dictarse por la autoridad judicial, en el modo, forma y con las 

garantías previstas por la Ley. Se impondrán mediante 

resolución motivada, a instancia de la parte procesal 

legitimada. La orden judicial debe sustentarse en suficientes 

elementos de convicción, en atención a la naturaleza y 

finalidad de la medida y al derecho fundamental objeto de 

limitación, así como respetar el principio de 

proporcionalidad. 

1. Todo medio de prueba será valorado sólo si ha sido 

obtenido e incorporado al proceso por un procedimiento 

constitucionalmente legítimo. 

2. Carecen de efecto legal las pruebas obtenidas, directa o 

indirectamente, con violación del contenido esencial de los 

derechos fundamentales de la persona. 

3. La inobservancia de cualquier regla de garantía 

constitucional establecida a favor del procesado no podrá 

hacerse valer en su perjuicio. 

Artículo IX.- Derecho de defensa. 

1. Toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que 

se le informe de sus derechos, a que se le comunique de 
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inmediato y detalladamente la imputación formulada en su 

contra, y a ser asistida por un Abogado Defensor de su 

elección o, en su caso, por un abogado de oficio, desde que 

es citada o detenida por la autoridad. También tiene derecho 

a que se le conceda un tiempo razonable para que prepare 

su defensa; a ejercer su autodefensa material; a intervenir, 

en plena igualdad, en la actividad probatoria; y, en las 

condiciones previstas por la Ley, a utilizar los medios de 

prueba pertinentes. El ejercicio del derecho de defensa se 

extiende a todo estado y grado del procedimiento, en la 

forma y oportunidad que la ley señala. 

2. Nadie puede ser obligado o inducido a declarar o a 

reconocer culpabilidad contra sí mismo, contra su cónyuge, 

o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad 

o segundo de afinidad. 

3. El proceso penal garantiza, también, el ejercicio de los 

derechos de información y de participación procesal a la 

persona agraviada o perjudicada por el delito.  

 

• Artículo 80.- Derecho a la defensa técnica. - El Servicio 

Nacional de la Defensa de Oficio, a cargo del Ministerio de 

Justicia, proveerá la defensa gratuita a todos aquellos que 

dentro del proceso penal, por sus escasos recursos no 

puedan designar abogado defensor de su elección, o 

cuando resulte indispensable el nombramiento de un 

abogado defensor de oficio para garantizar la legalidad de 

una diligencia y el debido proceso. 

• Artículo 135.- Mandato de Detención. - El Juez puede 

dictar mandato de detención si atendiendo a los primeros 

recaudos acompañados por el fiscal provincial sea posible 

de determinar: 
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1 que, existen suficientes elementos probatorios de la 

comisión de un delito doloso que vincule al imputado como 

autor o participe del mismo. No constituye elemento 

probatorio suficiente la condición de miembro de directorio, 

Gerente, Socio, Accionista, directivo o asociado cuando el 

delito imputado se haya cometido en el ejercicio de una 

actividad realizada por una persona jurídica de derecho 

privado. 

2 que, la sanción a imponerse sea superior a los cuatro 

años de pena privativa de libertad; y, 

3 que, existen suficientes elementos probatorios para 

concluir que el imputado intenta eludir la acción de la justicia 

o perturbar la actividad probatoria. No constituye criterio 

suficiente para establecer la intensión de eludir a la justicia, 

la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa. 

En todo caso, el juez penal podrá revocar de oficio el 

mandato de detención previamente ordenado cuando 

nuevos actos de investigación pongan en cuestión la 

suficiencia de las pruebas que dieron lugar a la medida. 

• Artículo 268.- Presupuestos materiales. El juez, a 

solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de 

prisión preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos 

sea posible determinar la concurrencia de los siguientes 

presupuestos: 

a) Que existen fundados y graves elementos de convicción 

para estimar razonablemente la comisión de un delito que 

vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. 

b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años 

de pena privativa de libertad; y 

c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras 

circunstancias del caso particular, permita colegir 

razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia 

(peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 

(peligro de obstaculización) 



72  

• Artículo 321.1.- Finalidad. La Investigación Preparatoria 

persigue reunir los elementos de convicción, de cargo y de 

descargo, que permitan al Fiscal decidir si formula o no 

acusación y, en su caso, al imputado preparar su defensa. 

Tiene por finalidad determinar si la conducta incriminada es 

delictuosa, las circunstancias o móviles de la perpetración, 

la identidad del autor o partícipe y de la víctima, así como la 

existencia del daño causado. 

• Artículo 330.2.- “Las diligencias preliminares tiene por 

finalidad inmediata realizar los actos urgentes o 

inaplazables destinado a determinar si han tenido lugar los 

hechos objeto de conocimiento y su delictuosidad…”. 

• Artículo 342.1.- Conclusión de la Investigación 

Preparatoria. -  El plazo de la Investigación Preparatoria es 

de ciento veinte días naturales. Sólo por causas justificadas, 

dictando la Disposición correspondiente, el Fiscal podrá 

prorrogarla por única vez hasta por un máximo de sesenta 

días naturales. 

• Artículo 343.1 Control del Plazo. - El Fiscal dará por 

concluida la Investigación Preparatoria cuando considere 

que ha cumplido su objeto, aun cuando no hubiere vencido 

el plazo. 

• Artículo 349.- Contenido. - 

1. La acusación fiscal será debidamente motivada, y 

contendrá: (…) 

2. La acusación sólo puede referirse a hechos y personas 

incluidos en la Disposición de formalización de la 

Investigación Preparatoria, aunque se efectuare una distinta 

calificación jurídica. 

3. En la acusación, el Ministerio Público podrá señalar, 

alternativa o subsidiariamente, las circunstancias de hecho 

que permitan calificar la conducta del imputado en un tipo 

penal distinto, para el caso de que no resultaren 
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demostrados en el debate los elementos que componen su 

calificación jurídica principal, a fin de posibilitar la defensa 

del imputado. 

4. El Fiscal indicará en la acusación las medidas de coerción 

subsistentes dictadas durante la Investigación Preparatoria; 

y, en su caso, podrá solicitar su variación o que se dicten 

otras según corresponda” 

• Artículo 345.2.- Control del Requerimiento de 

Sobreseimiento Y Audiencia de Control del 

Sobreseimiento. Los sujetos procesales podrán formular 

oposición a la solicitud de archivo dentro del plazo 

establecido. La oposición, bajo sanción de inadmisibilidad, 

será fundamentada y podrá solicitar la realización de actos 

de investigación adicionales, indicando su objeto y los 

medios de investigación que considere procedentes. 

• Artículo 351.- Audiencia Preliminar (…) 

• Artículo 419.2.- El examen de la Sala Penal Superior tiene 

como propósito que la resolución impugnada sea anulada o 

revocada, total o parcialmente. En este último caso, 

tratándose de sentencias absolutorias podrá dictar sentencia 

condenatoria. 

• Artículo 429.3.- Si la sentencia o auto importa una indebida 

aplicación, una errónea interpretación o una falta de 

aplicación de la Ley penal o de otras normas jurídicas 

necesarias para su aplicación. 

 

3.2.   Doctrina 

 

• Principio del Derecho de Defensa 

“Desde el momento, que recae sobre un individuo una 

imputación de naturaleza criminal, el derecho defensa  empieza 

a desplegar indefectiblemente sus efectos operativos, en cuanto, 
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la posibilidad del imputado de desvirtuar y refutar el contenido de 

la imputación delictiva que recae en su contra. 

La defensa es un presupuesto fundamental del debido proceso, 

a través del cual se garantiza la dialéctica entre las partes 

confrontadas en el procedimiento, quienes por su conducto 

realizan, desarrollan y ejecutan una serie de actos procesales 

dirigidos, generalmente a resguardar y cautelar los intereses 

jurídicos del imputado; aunque cabe advertir, que no 

necesariamente el derecho de defensa supone contradecir la 

imputación en su contra, pues en algunas veces, haciendo uso 

de dicho derecho, puede allanarse, aceptando los cargos, 

confesando su participación en el hecho punible. (Peña, 2009, 

p.101). 

 

• Valoración de la Prueba 

Manifiesta sobre “la valoración de la prueba puede definirse 

como la operación intelectual que realiza el juzgador para 

determinar si un dato (generalmente de hecho) está o no 

probado. Lo que determinará fallar a favor o en contra de la 

hipótesis presentada por determinada parte procesal. Acá ejerce 

gran influencia el principio de presunción de inocencia en su 

manifestación como regla probatoria del proceso penal, puesto 

que la prueba completa de la culpabilidad del imputado debe ser 

suministrada por la acusación, imponiéndose la absolución del 

inculpado si la culpabilidad no queda suficientemente 

demostrada”. (San Martín, 2015, p.231). 

 

• Principio de Inocencia 

“Es menester recordar que el fin del proceso penal no es conocer 

la verdad sobre la inocencia del acusado, pues se presupone y 

subsiste hasta que se pruebe lo contrario; sino que está 

orientado a comprobar la realidad de la imputación, es decir, 

hacer cognoscibles los presupuestos normativos que se le 

imputan al individuo”. (La Rosa, 2018, p.36). 
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• Testimonio de peritos 

“También se les conoce como testigo-técnico, siendo aquellas 

personas que conocen el hecho en virtud o con el auxilio de sus 

conocimientos científicos o técnicos especiales y que 

fundamentan su narración en esos conocimientos, además de 

sus percepciones. A veces resultan indispensables para probar 

por ese medio un hecho determinado sin necesidad de recurrir 

al dictamen de peritos, como las causas de la muerte de una 

persona que fueron conocidas por la observación directa de un 

médico, o la clase de enfermedad que padeció y la calidad de 

grave para excusar el incumplimiento de una situación”. (Neyra, 

Paucar y Almanzana, 2020, p.12) 

 

• La Jurisdicción Penal 

“La Jurisdicción es sola una, la jurisdicción militar, arbitral y/o la 

campesina son más que manifestaciones de ella, por lo que 

todas estas deben de preservar y garantizar los principios que 

emanan de la idea de un Debido Proceso y de la tutela 

jurisdiccional efectiva, de conformidad con los criterios rectores 

que se comprenden en el artículo 139º de la Ley Fundamental. 

En palabras de Montero Aroca, si la jurisdicción es una potestad 

que emana de la soberanía popular, es evidente que ha de ser 

necesariamente única; es conceptualmente imposible que un 

Estado no federal tenga más de un jurisdicción, por cuanto sólo 

existe una soberanía y solo puede existir una potestad 

jurisdiccional que emane de ella. (Carlos y San Martin, 2000, 

p.87). 

 

• La Impugnación 

La finalidad del medio de impugnación es corregir vicios tanto en 

la aplicación del derecho, como en la apreciación de los hechos 

padecidos por la resolución final y además analizar el trámite 

seguido durante el desarrollo de la causa – en este último 
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supuesto se analiza si los actos del procedimiento se han 

producido con sujeción a lo previsto por la Ley en lo ataña a los 

sujetos, al objeto y a las formas. (Salinas, 2008, p.14). 

 

• La Sentencia 

“Es la resolución judicial definitiva, por la que se pone fin al 

proceso, tras su tramitación ordinaria en todas y cada una de sus 

instancias y en la que se condena o absuelve al acusado con 

todos los efectos materiales de la cosa juzgada”. (NIEVA, 2010, 

p.90). 

 

• Pena Privativa de Libertad. 

La pena privativa de libertad consiste en la anulación 

(neutralización) de la libertad ambulatoria, que se impone al 

condenado, y tiene en nuestra legislación punitiva una duración 

mínima de dos días y como máxima la pena de cadena perpetua. 

Por la Pena privativa de libertad, el sujeto activo del delito es 

recluido e internado físicamente en un establecimiento especial, 

por un tiempo determinado y durante el cual debe someterse a 

un tratamiento específico a fin de obtener su pretendida 

reincorporación al seno de la sociedad. 

La añorada resocialización, implica un cuestionable 

paternalismo del Estado y un recorte significativo de las 

libertades individuales. Nuestro orden constitucional se sostiene 

en un liberalismo social, que implica el reconocimiento y respeto 

por la individualidad, en el marco de las relaciones Estado-

ciudadano. 

 

• Clases de testimonio en un proceso penal 

“El contenido de un testimonio depende de la interacción entre 

el contenido de la memoria —el contenido del suceso al que ha 

asistido el testigo—, y los procesos de decisión relativos a «lo 

que» el testigo trata de relatar, esta relación entre el contenido 

de lo sucedido y la decisión relativa al contenido que se relata, 
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ofrece estas posibilidades: a) Una persona que recuerda 

muchas cosas y las relata de modo acertado de modo que 

corresponden con la realidad (testimonio ideal, pero poco 

frecuente). b) La persona recuerda poco o nada y no relata nada 

(caso más frecuente), el cual desde un punto de vista teórico es 

semejante al testimonio perfecto, ya que lo que el testigo (no) 

relata se corresponde con lo que (no)recuerda; a pesar de no 

ser útil desde un punto de vista práctico. c) El caso de un 

individuo que recuerda muchos elementos, pero decide callar o 

decir cosas diferentes, este es el caso de la mentira. d) El 

individuo no recuerda de modo preciso varios elementos de la 

escena a la que ha asistido, pero relata muchas cosas que, ante 

la evidencia de los hechos, no se corresponden con la verdad, 

este es el caso más problemático de todos ya que a pesar de 

que el testigo obra de buena fe, recuerda cosas no verdaderas, 

la persona no es consciente del hecho de que su memoria, y los 

recuerdos relativos a un determinado suceso, han sido 

modificados y distorsionados.” (Paucar, 2019, p.56). 

 

• Recurso de Casación. 

“Es un medio de impugnación extraordinaria que produce los 

efectos devolutivos, y extensivos en lo favorable, mediante el 

cual se somete a la Sala Penal de la Corte Suprema el 

conocimiento, a través de motivos y causales casadas de 

determinada sentencias y autos definitivos dictados en apelación 

por las Cortes Superiores con el fin de lograr la anulación de las 

recurrida”. (Salinas, 2019, p.80). 

 

3.3 Jurisprudencia 

 

• Control del Plazo, ¿el juez puede disponer la conclusión de 

la Investigación Preparatoria por el solo vencimiento del 

plazo legal? (Casación 613-2015, Puno) 
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DÉCIMO. De la interpretación de las normas señalas líneas 

arriba, el fiscal, como director de la investigación, a través de una 

disposición fiscal dará por concluida la Investigación 

Preparatoria cuando considere que ha cumplido su objeto. Esta 

no puede ser concluida por el juez con el solo vencimiento del 

plazo legal; ante la ausencia de la respectiva Disposición Fiscal, 

las partes pueden solicitar su conclusión al juez de investigación 

preparatoria, a través de una audiencia de control de plazo. 

Respecto al control del plazo de la Investigación Preparatoria (el 

cual está vinculado a la facultad constitucional asignada al 

Ministerio Público de investigar el delito) se establece que 

acarrea solo responsabilidad disciplinaria en el fiscal, en caso se 

exceda en el plazo otorgado. 

 

• El Juez de la Investigación Preparatoria es el competente 

para resolver todo lo relacionado con la libertad del 

investigado, aunque la causa se halle en etapa de 

Juzgamiento (doctrina jurisprudencial Vinculante) 

(Casación 328.2012, Ica) 

El Magistrado Carlos Daniel Morales Córdova, en la resolución 

N° 14, del 06 de junio del 2014, cuestiona la interpretación vía 

desarrollo de la doctrina jurisprudencial, de la aludida Sentencia, 

respecto al órgano jurisdiccional competente para conocer los 

temas relacionados con la prolongación de la prisión preventiva, 

sosteniendo lo siguiente: I) Que, para la determinación de la 

competencia del Juzgado de Investigación preparatoria para 

conocer los requerimientos de la prolongación de Prisión 

Preventiva o cualquier otro relacionado con la libertad del 

investigado durante el proceso se debe tener en cuenta lo 

dispuesto por nuestro CPP en el capítulo de la Competencia 

objetiva, material y funcional de los Jugados Penales; es así que, 

conforme al inciso 3 del art. 28 del CPP “Compete 

funcionalmente a los Juzgados Penales, Unipersonales o 

Colegiados, lo siguiente: a) Dirigir la etapa de juzgamiento en los 

https://lpderecho.pe/nuevo-codigo-procesal-penal-peruano-actualizado/
https://lpderecho.pe/nuevo-codigo-procesal-penal-peruano-actualizado/
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procesos que conforme a Ley deban conocer. b) Resolver los 

incidentes que se promuevan durante el curso del 

juzgamiento…» y el art. 29 de dicho cuerpo normativo que: 

«Compete a los juzgados de la Investigación Preparatoria: 1. 

Conocer las cuestiones derivadas de la constitución de las 

partes durante la Investigación Preparatoria. 2. Imponer, 

modificar o hacer cesar las medidas limitativas de derechos 

durante la Investigación Preparatoria. 3. Realizar el 

procedimiento para la actuación de prueba anticipada. 4. 

Conducir la Etapa Intermedia y la ejecución de la sentencia”. Por 

lo que, correspondería al Juez Penal resolver todas la 

incidencias que puedan surgir en la etapa de Juzgamiento, 

criterio que se ha consolidado dentro de nuestra jurisprudencia 

nacional, realizando una interpretación sistemática; toda vez que 

conforme al art. 29 del CPP resultaría aplicable únicamente 

cuando el proceso se encuentra en etapa de Investigación 

Preparatoria y no en la etapa de Juzgamiento. II) Que, es el Juez 

Penal quien está facultado para resolver los incidentes 

promovidos en el transcurso de la audiencia (inciso 1 del art. 

362); asimismo puede resolver cuestiones no regladas que 

surgen en el juicio (inciso 5 del art. 364); y estar habilitado para 

dictar prisión preventiva al momento de sentencia inciso 5 del 

art. 99 del CPP); evidenciándose que el Juzgado Unipersonal o 

Juzgado Penal Colegiado, una vez concluido la etapa 

intermedia, se encuentra habilitado plenamente para resolver 

cuestiones incidentales como la Prolongación de la Prisión 

Preventiva o cualquier otra relacionado a la libertad, ello en 

estricta aplicación al principio de preclusión, que es definida por 

la doctrina como la pérdida, extinción o consumación de una 

facultad procesal. III) Que, la casación materia de examen 

solamente tiene como fundamento legal el art. 323 del CPP que 

regula la función del Juez de Investigación Preparatoria, y los 

principios de imparcialidad y pluralidad de instancias; 

desconociendo principios de preclusión procesal y competencia 

https://lpderecho.pe/nuevo-codigo-procesal-penal-peruano-actualizado/
https://lpderecho.pe/nuevo-codigo-procesal-penal-peruano-actualizado/
https://lpderecho.pe/nuevo-codigo-procesal-penal-peruano-actualizado/
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jurisdiccional, en el apartado 1 del art. 1 del TP 

del CPP (Imparcialidad por los órganos competentes), 

obligación que con el criterio esgrimido en la  incumpliría, por lo 

que debe invocarse el principio de legalidad y ser el Juez Penal 

quien resuelva las incidencias surgidas en la etapa de 

Juzgamiento ya que la imparcialidad no puede ser analizada 

como un mero acto de prejuzgamiento sino como obligación 

legal de los operadores penales al momento de impartir justicia. 

 

• En segunda Instancia se puede controlar de oficio el plazo 

de prisión Preventiva (exp. Nro. 02544-2018-60- Callao, 2018) 

En segunda instancia, nada impide que, por la naturaleza del 

tema, se realice de oficio un control de la legitimidad de la 

medida de prisión preventiva, en su proyección temporal, a fin 

de que su duración sea regulada en forma razonable y 

proporcional. Ello no implica contravenir el principio de 

congruencia recursal, por cuanto, toda orden judicial que limite 

derechos fundamentales, debe respetar el principio de 

proporcionalidad, de acuerdo a la naturaleza y finalidad de la 

medida, conforme lo exige el artículo VI del T.P. del CPP, norma 

rectora que prevalece sobre el resto de disposiciones del 

Código; más aún, si el artículo 255.2 del CPP, faculta al Juez 

reformar de oficio las medidas de coerción procesal. 

 

• Precedente Vinculante sobre los alcances del Principio 

Acusatorio (queja 1678 – 2012. LIMA) 

Que, en cuanto al principio acusatorio, es evidente -según 

doctrina procesalista consolidada- que se trata de una de 

las garantías esenciales del proceso penal, que integra el 

contenido esencial del debido proceso, referida al objeto del 

proceso, y determina bajo qué distribución de roles y bajo 

qué condiciones se realizará el enjuiciamiento del objeto 

procesal penal (conforme: GIMENO SENDRA, 

https://lpderecho.pe/nuevo-codigo-procesal-penal-peruano-actualizado/
https://lpderecho.pe/nuevo-codigo-procesal-penal-peruano-actualizado/
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VICENTE: Derecho Procesal Penal, Editorial Colex, Madrid, 

página setenta y nueve); que, entre las notas esenciales de 

dicho principio, en lo que es relevante al presente caso, se 

encuentra, en primer lugar, que el objeto del proceso lo fija 

el Ministerio Público, es decir, los hechos que determinan la 

incriminación y ulterior valoración judicial son definidos por 

el Fiscal, de suerte que el objeto del proceso se concreta en 

la acusación fiscal -que a su vez debe relacionarse, aunque 

con un carácter relativo en orden a la propia evolución del 

sumario judicial, con la denuncia fiscal y el auto apertorio 

de instrucción, que sencillamente aprueba la promoción de 

la acción penal ejercitada por el Fiscal-, respecto a la cual la 

decisión judicial debe ser absolutamente respetuosa en 

orden a sus límites fácticos; y, en segundo lugar, que la 

función de acusación es privativa del Ministerio Publico y, 

por ende, el juzgador no ha de sostener la acusación; que 

esto último significa, de acuerdo al aforismo nemo iudex 

sine acusatore, que si el Fiscal no formula acusación, más 

allá de la posibilidad de incoar el control jerárquico, le está 

vedado al órgano jurisdiccional ordenar al Fiscal que acuse 

y, menos, asumir un rol activo y, de oficio, definir los 

ámbitos sobre los que discurrirá la selección de los hechos, 

que sólo compete a la Fiscalía: el presupuesto del juicio 

jurisdiccional es la imputación del Fiscal; que, por tanto, sí 

el órgano judicial está conforme con el dictamen no 

acusatorio del Fiscal Provincial y, por ello, no decide incoar 

el procedimiento para forzar la acusación, y si a 

continuación, con motivo del recurso de apelación de la 

parte civil, el Fiscal Superior igualmente emite un dictamen 

no acusatorio, ratificando el parecer del Fiscal Provincial -
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es de recordar al respecto que el Ministerio Publico, a nivel 

institucional, está regido por el principio de unidad en la 

función y dependencia jerárquica, de suerte que, en estos 

casos, prima el parecer del Superior Jerárquico y si éste 

coincide con lo decidido por el Fiscal inferior concreta y 

consolida lo posición no incriminatoria del Ministerio 

Público- no existe posibilidad jurídica que el órgano 

jurisdiccional de Alzada dicte una resolución de imputación; 

que, no obstante ello, como ha venido sosteniendo esta 

Suprema Sala en reiterada jurisprudencia, y pese a lo 

expuesto, es posible – asumiendo una ponderación de 

otros derechos fundamentales en conflicto una anulación 

del procedimiento cuando, de uno u otro modo, y de manera 

especialmente relevante, se afecte el derecho a prueba de 

la parte civil -que integra la garantía constitucional de 

defensa procesal- o la decisión fiscal incurra en notorias 

incoherencias contradicciones o defectos de contenido que 

ameritan un nuevo pronunciamiento fiscal y, en su caso, la 

ampliación de la propia instrucción, tales como se omite 

valorar determinados actos de investigación o de prueba, 

no se analiza determinados hechos que fueron objeto de la 

denuncia fiscal y del auto de apertura de instrucción, así 

como, desde otra perspectiva, se niega 

inconstitucionalmente la actuación de prueba pertinente 

ofrecida oportunamente en la oportunidad, el modo y forma 

de ley por la parte civil o cuando admitida la prueba no se 

actúa en función a situaciones irrazonables, que no son de 

cargo de aquélla; que, en el presente caso, no se ha 

producido ninguna de las situaciones de excepción 

ancladas en el derecho o la prueba o a la completa 
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valoración de los hechos que integran la instrucción judicial, 

por lo que, la invocación del principio acusatorio como 

motivo suficiente para confirmar el sobreseimiento, es 

legalmente correcto y no infringe precepto constitucional 

alguno. 

 

• Congruencia Fáctica entre Acusación y Sentencia ( R.N.1051 

– 2017, Lima) 

Una de las exigencias es la correlación entre la acusación y 

sentencia. La congruencia es el deber de dictar sentencia 

impuesto al juez conforme a las pretensiones deducidas por las 

partes en el proceso, esto es, la imposibilidad de variar el 

sustrato fáctico por el cual el sujeto ha sido sometido a proceso 

y posteriormente resulta acusado. En efecto, debe existir 

congruencia fáctica, por ende, el juzgador no puede introducir en 

la sentencia ningún nuevo hecho que sea perjudicial para el 

acusado, que no figurara previamente en la acusación. Primera 

Sala Penal Transitoria – Lima. 

• Ser condenado como autor, cuando la fiscalía formulo 

acusación por coautoría, ¿No lesiona el principio 

Acusatorio? (Casación 59 – 2016, San Martin) 

No existe diferencia alguna en cuanto al tratamiento punitivo de 

la autoría y coautoría; que el principio acusatorio en nada se 

ve lesionado si el órgano jurisdiccional califica indistintamente la 

intervención delictiva de los imputados: no existe vicio de 

incongruencia jurídica, ni siquiera se modifica, en lo esencial, la 

ejecución material del hecho típico conforme a lo propuesto en 

el factum acusatorio. ii) Desde la perspectiva procesal, distinta 

del enfoque penal material, basta que de la prueba actuada fluya 

la intervención de una tercera persona para que el órgano 

jurisdiccional de mérito pueda aplicar esa circunstancia 

agravante específica para el delito de tráfico ilícito de drogas. 
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• Revocan prolongación de PRISION Preventiva porque 

Audiencia se realizó cuando el plazo ya había vencido (Exp. 

634-2020-7, 6to JUZGADO DE INVESTIGACIÓN 

PREPARATORIA SJL- SANTA ROSA. En ese orden de ideas, 

si bien Ministerio Público trato de ingresar por mesa de partes 

virtual su requerimiento de prolongación de prisión preventiva y 

no lo pudo realizar, también es cierto que conforme a la 

resolución administrativa antes mencionada podía haber 

ingresado su requerimiento en la mesa de partes física, lo cual 

no se advierte del cuaderno incidental, así como tampoco ha 

sido señalado en la audiencia de apelación por la señora Fiscal 

Superior. Habiendo ingresado recién la disposición fiscal al 

órgano judicial con fecha 19.10.2020, esto es el mismo día que 

el plazo de prisión preventiva vencía, llamando la atención que 

el Juez del Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria realizó 

la audiencia con fecha 20.10.2020 y emitió la resolución que 

prolongó la medida con fecha 21.10.2020, es decir que se 

prolongó una prisión preventiva cuando el plazo de la misma ya 

había culminado, vulnerándose de esta manera el Art. 273 del 

Código Procesal Penal, que prescribe que al vencimiento del 

plazo sin haberse dictado sentencia de primera Instancia , el juez 

de oficio o a solicitud de las partes decretara la inmediata libertad 

del imputado. En razón a lo precisado este órgano superior 

considera que al haber vencido el plazo no corresponde que se 

analice si la prolongación de la prisión preventiva corresponde 

ser confirmada o revocada, de conformidad con la norma 

precitada. 

 

• Prolongación de la prisión Preventiva, (EXP. 7- 2019-9, Corte 

Suprema, Lima). 

El Ministerio Público no ha brindado buenas razones para 

sustentar una discrepancia con la interpretación contenida en 

la Casación N.° 147-2016/LIMA de 6 de julio de 2016, según la 

https://lpderecho.pe/la-fiscalia-no-acredito-requisitos-establecidos-en-la-casacion-147-2016-lima-exp-88-2008/


85  

cual, para la prolongación de la prisión preventiva, se requieren 

acumulativamente los presupuestos de: a) especial dificultad o 

prolongación de la investigación o del proceso; y, b) que el 

imputado pueda sustraerse a la acción de la justicia u 

obstaculizar la actividad probatoria. Esa carencia es suficiente 

para desestimar el pedido de prolongación de prisión 

preventiva. 

 

• Certeza fiscal a la hora de acusar (Casación 760-2016, La 

Libertad) 

Ahora bien, durante el desarrollo del proceso penal, desde que 

se realizan diligencias preliminares, se formaliza la investigación 

preparatoria, se formula un pedido de prisión preventiva y se 

formula una acusación fiscal, se producen diversos grados de 

convicción, en el fiscal, de la existencia de un hecho punible y de 

la vinculación probable del imputado, como autor o partícipe. El 

grado de convicción que es objeto de examen, en la presente 

sentencia casatoria, es el que se debe verificar en la etapa 

intermedia, y que debe evidenciarse con una de las dos únicas 

opciones posibles: el pedido de sobreseimiento o la formulación 

de una acusación fiscal. En otros términos, durante el desarrollo 

del proceso, en cada una de sus etapas, se requieren distintos y 

ascendentes estándares de convicción, i) El inicio del proceso, 

para el inicio de diligencias preliminares, basta con el aviso 

inicial, conocido también como noticia criminal, el cual va a 

generar el primer grado de convicción requerido: La 

sospecha. ii) El avance a la formalización y continuación de la 

investigación preparatoria requiere como elemento adicional el 

descubrimiento de indicios reveladores, los cuales conllevan a 

un nivel de convicción superior: La posibilidad. iii) La acusación 

requiere un nivel de convicción completo, para el fiscal, respecto 

de la responsabilidad penal del autor o partícipe y de sus 

circunstancias personales (Certeza Fiscal). 
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• En fase de Apelación se puede presentar actos de 

investigación actuados con posterioridad al auto de prisión 

Preventiva. (Casación 216-2016, El Santa, Lima)  

Aun cuando los recurrentes no cumplen con justificar el interés 

casacional es pertinente puntualizar que no está negada en 

la fase de apelación de un auto la presentación de actos de 

investigación actuados con posterioridad al auto de prisión 

preventiva emitido por el Juez de Primera Instancia. Si bien tal 

posibilidad no es absoluta, pues está sujeta a determinados 

plazos y trámites previos para su debida valoración en la Alzada, 

ello en modo alguno significa que los errores sobre esas 

limitaciones importen la nulidad del auto de vista, pues 

corresponde examinarlas en casación desde el contenido global 

de la causa y si existen otros elementos de convicción que 

justifican la decisión adoptada. 

• ¿Imponer o mantener en prisión preventiva al acusado 

afecta la presunción de inocencia? (Bayarri vs Argentina - 

Corte interamericana de derechos humanos) 

Ya quedó establecido que la víctima permaneció en prisión 

preventiva aproximadamente trece años y que dicho período 

excedió el plazo máximo previsto por la legislación interna 

(supra párr. 77). La Corte también consideró que durante ese 

tiempo el señor Bayarri estuvo sujeto a un proceso penal en el 

cual se violaron diversas garantías judiciales (supra párrs. 107 y 

108). Tomando en cuenta todo lo anterior, el Tribunal estima que 

la prolongada duración de la prisión preventiva de Juan Carlos 

Bayarri en el transcurso de un proceso penal violatorio de la 

Convención Americana convirtió aquella en una medida 

punitiva y no cautelar, lo cual desnaturaliza dicha medida. El 

Tribunal estima que el Estado violó el derecho del señor Bayarri 

a ser presumido inocente y que, en consecuencia, es 

responsable por la violación del artículo 8.2 de la Convención 

Americana en perjuicio del señor Juan Carlos Bayarri. 
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4.  DISCUSIÓN 

 

a) Los coprocesados Si ejercieron su derecho de defensa; tan pronto 

como se les atribuyo la comisión del hecho punible de Robo 

Agravado 12SET16, Marco Antonio COAQUIRA SONCO, designo la 

defensa técnica de la Dra. Lily Jeaneth HUANQUI RAMOS, C.C.A. 

03698, en tanto Cristopher Leoncio MILLA VARGAS contó con la 

defensa Pública del Dr. Juan Carlos RAMOS PERALTA. Asimismo, 

durante el proceso efectuaron los actos de alegación, prueba e 

impugnación que estimaron necesarios en punto a hacer valer, con 

eficacia, el derecho fundamental a la libertad que le asiste a todo 

ciudadano. 

 

b) Consideramos que, el Fiscal en representación del Ministerio 

Publico, cumplió su función de liderar y ser titular de la acción penal, 

condujo la investigación del delito desde sus Actos iniciales. 

Asimismo, el Juez de Investigación Preparatoria, y jueces penales 

que emitieron su decisión, cumplieron su labor de observar los 

plazos y Administrar justicia dentro del marco normativo que les rige. 

 

c) Se Observo la Instancia plural, puesto que, al emitirse Sentencia en 

primera instancia, las partes del proceso, tanto los procesados, como 

el Ministerio Publico, instaron su inconformidad respecto a tal 

decisión del juez penal, por lo que acudieron mediante el recurso de 

Apelación a una instancia superior, exponiendo sus fundamentos; 

garantizándose así una dilucidación de la controversia existente en 

sede judicial. 

 

d) La Confesión sincera, No se aplicó correctamente, toda vez que fue 

invocada a destiempo por los coprocesados, dentro del desarrollo del 

Juicio Oral (08MAR17), siendo precisos seis meses después de 

haberse suscitado los hechos (12SET16), a criterio particular, esta 

carecería ya de utilidad, puesto que los procesados fueron 



88  

capturados en flagrancia delictiva. Ello amparado por lo dispuesto 

en el Art. 161 del Código Procesal Penal, que indica que No es 

posible invocar la confesión sincera cuando los imputados han sido 

capturados in fraganti, como el presente caso.  

 

5.  CONCLUSIONES 

No hubo vulneración respecto del Ámbito Constitucional, toda vez 

que, el proceso integro, se desarrollo conforme a las bases garantistas 

que ofrece la legislación constitucional, proyectadas en todos los 

momentos por los que paso el desenvolvimiento del proceso, es decir 

desde la fase preliminar o prejudicial, pasando por las fases 

preparatoria, intermedia y juicio oral, hasta concluir la fase impugnatoria, 

es decir hasta la conclusión del proceso penal.  

 

Respecto del proceso, concluimos que este se desarrolló mediante un 

trámite común, dejando el pasado proceso ordinario (mixto) y el 

inconstitucional proceso sumario (inquisitivo), caracterizados por ser 

inminentemente escritos, reservados y sin juicio oral; siendo el presente 

caso conducido por el código procesal penal del 2004, se realizaron 

las etapas de i) Investigación preparatoria, que a su vez tiene dos sub 

fases: diligencias preliminares e investigación preparatoria formalizada, 

donde el director de la investigación, (Ministerio Publico), obligado por 

el principio de objetividad, recabaron todos los elementos de convicción 

de cargo como de descargo a fin sustentar su Requerimiento de 

Acusación, tras el cumplimiento del plazo de 120 dias de investigación, 

ello sin observarse alguna complicación. ii) etapa intermedia, dispuesta 

la conclusión de investigacion preparatoria, el juez de investigacion 

preparatoria (llámese juez de garantías) controló el requerimiento fiscal 

de Acusación, efectuando un filtro legal, siendo el presente una causa 

probable (suficientes elementos de convicción), llego al iii) 

Juzgamiento, dada la conformidad de los acusados conforme a los 

hechos, se abrió debate solo respecto de la pena, emitiendo el juzgador 

su decisión, que ante la inconformidad de las partes (procesado y 
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ministerio público), presentaron sus recursos de Apelación ante la Corte 

Superior y Corte Suprema. 

 

Luego de la evaluación de la forma como se condujo el presente 

proceso, somos de la opinión, de que contamos con un modelo 

procesal garantista, puesto que es sismógrafo de la Constitución política 

del estado, por lo cual es común emplear frases como “derechos 

fundamentales” “derechos fundamentales procesales”, “derechos 

humanos”, “principios procesales”, “libertades  públicas”, “garantías 

institucionales”, entre otros conceptos para referirse por lo general a lo 

mismo: “garantías procesales penales constitucionalizadas”. Es así que 

se mantuvo un equilibrio entre la búsqueda de la verdad material y los 

derechos fundamentales de los coprocesados. Solo la vigencia de 

estos principios garantistas permitirá el destierro de ese “derecho penal 

de enemigo”, y la construcción de un derecho penal del ciudadano, que 

a la vez no sea débil con las formas de criminalidad que enfrenta nuestra 

sociedad, aun las más graves y violentas que demandan el efectivo 

despliegue preventivo del Derecho Penal.  

 

 

VII. Plan de actividades y cronograma. 

 

ACTIVIDAD 
2022 

Abr May Jun Jul Ago Set 

1. Selección del Expediente Civil o 

Penal 
X     

 

2. Revisión Bibliográfica X      

3. Revisión y corrección del trabajo de 

Suficiencia Profesional 
 X    

 

4. Recopilación de la información   X    

5. Informe del Asesor   X    

6. Entrega del Trabajo de Suficiencia 

Profesional 
    X 

 

7. Correcciones     X  
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8. Presentación y sustentación      X 
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